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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes Sergio Botana, Presidente, y Juan José Domínguez, 
Vicepresidente. 


MIEMBRO: — Señor Representante Julio César Fernández. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Eduardo Brenta, Edgardo Duarte, Doreen Javier Ibarra, José 
Carlos Mahía y Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: Por la Terminal Cuenca del Plata, señores Joris Thys, Presidente; doctor Paul Arrighi, 
Asesor Legal; licenciado en Comunicaciones, Fernando Correa, Encargado en Relaciones 
Institucionales y señor Milton Machado Asesor de Comunicaciones. 


Por SUPRA, señores Carlos Bastón, Dirigente Nacional del Sector Privado; Oscar López, 
Secretario Ejecutivo; Ricardo Suárez y Alvaro Llanes, Secretarios Generales. 


Por UNASEV, señores doctor Gerardo Barrios y Omar Rodríguez, Directores y doctora 
Gaby Lencina. 


Por MONTECON S.A., señores ingeniero Alejandro Gorostidi, Director Ejecutivo; Robin 


Cooper, Director; Gonzalo López, Ejecutivo Comercial y doctor Gonzalo Lorenzo, Asesor 
Legal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Domínguez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 9 y 20) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Terminal Cuenta del Plata 
integrada por su Presidente, señor Joris Thys; el asesor legal, doctor Paul Arrighi; el encargado de 
Relaciones Institucionales, señor Fernando Correa; y el asesor en comunicaciones, señor Milton 
Machado. 


Como todos saben, esta temática ha sido discutida en el Senado y en el día de hoy queremos iniciar su 
análisis porque ya hace mucho tiempo que está sobre la mesa, a fin de culminar con el asunto. Por lo tanto, 
creímos conveniente recibir a las delegaciones íntimamente ligadas a estos temas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Botana) 


SEÑOR THYS.- Quiero señalar que además de Presidente de la Terminal Cuenca del Plata soy 
Gerente General de actividades portuarias en el mundo del Grupo Katoen Natie. 


Antes de comenzar, quiero agradecer la invitación, pues es muy importante para nosotros tener la 
oportunidad de explicar nuestra posición sobre la segunda terminal en el Puerto de Montevideo, porque 
definitivamente hemos estado involucrados en su desarrollo durante los últimos quince años. 


A efectos de introducirnos en el tema, hemos traído las últimas fotos de las obras y las grúas Pórtico para 
mostrar a los señores Diputados. Yo trabajo en ese proyecto diariamente. Estamos triplicando nuestra 
capacidad en el Puerto de Montevideo para manejar contenedores. El muelle nuevo que estamos 
construyendo va ser terminado e inaugurado entre setiembre y octubre de 2009 y tiene 350 metros de largo. 
Ya hemos agregado 17 hectáreas. Las condiciones del pliego nos obligaron a construir 220 metros y ampliar 
2,5 hectáreas. Como se puede apreciar es un proyecto diferente y de un tamaño importante, con inversiones 
del orden de US$ 140:000.000. Van a venir cuatro grúas nuevas y vamos a estar capacitados para operar no 
solo en el equipo sino también en la organización, en el intercambio de datos y en la utilización de tecnología 
informática más moderna. Además, vamos a trabajar con los más grandes buques que están operando en el 
mundo hoy día, que transportan hasta 12.000 TEU. El barco más grande que viene es de 6.500 TEU se puede 
apreciar en la foto, pero ahora vamos a poder operar barcos con el doble de capacidad. Esto es realmente 
impresionante. Es un proyecto a largo plazo que se alinea con el objetivo del Gobierno en 2001 de posicionar 
Montevideo como puerto “hub” en la región. En las fotos se ven grúas cuya construcción se está por terminar 
en Shanghai, China. Hay dos inspectores de la Administración Nacional de Puertos presentes allí para 
verificar las grúas y ver si todo está bajo control. Se trata de cuatro grúas gigantescas, por lo que apenas se 
puede ver a la gente abajo trabajando. 


El sistema utilizado se denomina “Twin Lift”, por el cual pueden tomar cuatro contenedores a la vez, cuatro 
de veinte pies o dos de cuarenta pies, un “spreader” al lado del otro. Eso puede aumentar nuestra capacidad 
por grúa hasta ochenta movimientos por hora. En este momento también se están construyendo grúas en 
Argentina y otros puertos de América del Sur, pero ninguno tiene ese tamaño. La buena noticia es que somos 
los únicos en América del Sur que apostamos firmemente a posicionarnos como puerto “hub”, que puede 
recibir barcos más grandes. No hay ninguna otra terminal en América del Sur con esas características. Como 
dije, es un proyecto muy ambicioso. Se van a cargar las cuatro grúas en un barco a fines de junio y llegarán 
en agosto al Puerto de Montevideo. 


Con respecto a la segunda terminal, vamos a plantear algunas observaciones, preguntas y preocupaciones. El 
proyecto de ley va contra lo que el Estado ha dispuesto hasta ahora y contra nuestro contrato. Estamos 
sumamente sorprendidos por lo que leemos en los diarios y por los comentarios en diferentes ámbitos, 


incluso en las Comisiones, que no entran en detalle acerca de la Ley _N* 17.243 y el Decreto N* 137/001, que 
permitía la subasta y hablaba estrictamente sobre la terminal de contenedores en el Puerto de Montevideo. 
Después de muchísimos fracasos, intentos de licitaciones e, inclusive, licitaciones de dos terminales a la vez, 
no se pudo lograr poner en pie una buena terminal, una buena organización en el Puerto de Montevideo hasta 
la última subasta. Fui testigo de todo eso porque estoy observando la situación desde 1992, cuando se votó la 
Ley de Puertos. Tuve una gran decepción, y todo el mundo opinaba en el mismo sentido. Yo estaba interesado 
en el proyecto. Se llegó a la conclusión de que la única manera de resolver el problema era subastar una 
terminal y apuntar a posicionar Montevideo como puerto “hub” en la región, teniendo en cuenta otros 
ejemplos en el mundo. Esa etapa fue muy intensa. Las discusiones fueron muchas y se escuchó a todas las 
partes involucradas en este tema. Se llegó a esa conclusión, que fue evaluada en los ámbitos 
correspondientes. Para ello, se basaron en un plan maestro. No hubo dudas de que esa era la manera de 
posicionar a Montevideo. 


Lo mismo sucede con el ferrocarril: ¿cómo ponerlo en marcha en Montevideo? Todos sabemos que está muy 
obsoleto y necesita una estrategia, importar “know how” e inversiones de afuera. La única manera es licitar 
un trayecto y un operador que invierta y mueva carga. Ocurre exactamente lo mismo: se empieza a invertir y 
después vemos qué hacemos con esa inversión. 


En su momento, nosotros firmamos un contrato, pero hoy día eso no se toma en cuenta. Tengo la impresión 
de que nada se ha leído de ese contrato. Creo que es muy importante conocer qué firmaron las partes, es decir 
el Gobierno y el concesionario, acerca de la explotación de la terminal del Puerto de Montevideo. Nosotros 
asumimos determinadas condiciones en ese momento. Voy a mencionar un tema que basta para mostrar las 
complicaciones que estamos teniendo en este Puerto. En el contrato se establece la obligación de mover una 
cantidad mínima de contenedores. Por ejemplo, en el año 2000 se comenzó con cien mil movimientos; en 
2005, ciento cuarenta mil movimientos mínimo obligatorio, si no debíamos pagar una multa; en 2010, 
doscientos treinta mil movimientos. Si miramos las proyecciones de la época del plan maestro, es un 60% en 
las proyecciones más optimistas o un 106% en las más pesimistas. Nosotros fuimos obligados a tomar el 
compromiso de llegar, por lo menos, al 60% de un volumen optimista proyectado en 1999. El estudio fue 
muy bien hecho. Este año vamos a llegar a los volúmenes proyectados por ese plan maestro del año 1999. 


La idea fue licitar una terminal no dos, como intentaron antes sin éxito, con un claro objetivo y condiciones 
relacionadas con la posición que tiene el concesionario. Por ejemplo, nos dieron una lista con los precios 
máximos, nos fijaron obligaciones para invertir, mínimos a cumplir y otras exigencias. El entonces Ministro 
Cáceres explicó en detalle en una interpelación en el Parlamento las duras condiciones que se le pusieron al 
concesionario. Él tenía razón en cuanto a que fueron muy duras. 


Estamos enfrentando una competencia muy fuerte en el Puerto de Montevideo. La semana pasada perdimos 
un cliente con nuestro competidor. Son las reglas de juego del negocio. Este año corremos el riesgo de no 
llegar a los mínimos. Se está hablando de crecimientos explosivos, de proyecciones superiores a las hechas 
en 1999, pero no es verdad. Creo que no vamos a llegar este año, debido en parte a la crisis. El año pasado, 
que fue un buen año, si bajábamos un 13% ya estábamos por debajo de las exigencias mínimas. En el 
contrato que firmamos con el Gobierno están las condiciones. Me pregunto cómo van a solucionar eso. ¿Van 
a licitar la segunda terminal y mantener las exigencias duras de nuestro contrato? ¿Lo van a modificar? ¿Qué 
va a pasar con eso? No pueden mantenerlo. En su momento se consideraron las proyecciones, y nos dijeron 
que la exigencia es entre 60% y 111% del total. ¿Cómo van a solucionar ese tema? Estamos interesados en 
conocer la respuesta a esa pregunta. 


En la sección 3.2 del contrato de gestión de la Terminal dice literalmente: “La gestión de la Terminal deberá 
asegurar un servicio de alta calidad, confiable y al mínimo costo para el usuario final, favoreciendo a su vez 
el desarrollo del comercio exterior del Uruguay”. 


Mirando seis o siete años atrás, creo que todos estamos de acuerdo en que fuimos muy buenos alumnos en lo 
que tiene que ver con el desarrollo del Puerto de Montevideo. Si ustedes observan las inversiones que 
hicimos, el concepto y la estrategia que tenemos, podrán constatar que es única en América del Sur. Somos 
los únicos que compramos esas grúas, porque tenemos fe y confianza en el futuro, en nosotros mismos y en 
nuestra gente. 


Continúo: “Asimismo, la gestión de la Terminal apuntará a posicionar al Puerto de Montevideo como puerto 
de trasbordo regional, en condiciones de competir con las terminales de otros países, así como 


complementarse con los puertos fluviales, para la captación de cargas de tránsito o trasbordo con origen o 
destino regional”. 


La primera parte la logramos. Aumentamos muchísimo los trasbordos en el Puerto de Montevideo. De hecho, 
Montevideo ya funciona como “hub” en la región. Pensamos que con la nueva tecnología vamos a aumentar 
la productividad, controlar mejor los costos y tener cierto éxito en aumentar los trasbordos. Hay un pequeño 
detalle pero no menos importante a tener en cuenta, que es que el principal éxito del crecimiento del 
trasbordo proviene de la carga refrigerada. Estos contenedores que traen pescado y fruta peras, manzanas, 
citrus de Argentina, tienen motor de refrigeración y pasan por el Puerto de Montevideo. Comenzamos con 
cien enchufes de “reefers” en 2001 y ahora pasamos a 1.700 y a fin de año vamos a tener 2.700. Detrás de 
todo esto hay una tecnología, un “know how” que nos indica cómo monitorearlo, inspeccionarlo, porque el 
valor de la mercadería es muy grande y los clientes son muy exigentes. 


El desafío del Puerto de Montevideo es crear una línea directa con Europa. Me refiero, por ejemplo, a que un 
barco salga de Montevideo y vaya directamente a Rotherdam. Ese es el tipo de servicio que se necesita 
ofrecer a los exportadores. Si las manzanas o las peras llegan dos o tres días antes es mucho mejor. A veces 
cuando llega a Rotherdam la fruta ya está amarilla y el tiempo para venderla en el mercado es muy corto. 


He hablado mucho con los exportadores e importadores de todo tipo de carga refrigerada fruta, pescado, 
carne y este año estamos preparando una conferencia para posicionar a Montevideo como el centro de “know 
how” de mercadería congelada y refrigerada. Ese es el desafío. No van a ir diez o quince barcos llenos de 
mercadería, sino uno o dos por semana. Por esa razón es mejor tenerlos concentrados en una terminal. Estas 
no son nuestras palabras, sino las del Gobierno, que dice que el objetivo es posicionarnos como “hub” en 
competencia con los puertos vecinos, Buenos Aires, Río Grande, etcétera. 


Más adelante el decreto dice: “Estos objetivos constituirán la guía rectora para la actuación del Contratista y 
para el Estado, sirviendo de apoyo a toda interpretación que fuera necesaria de este Régimen y sus normas 
complementarias, así como del contrato de gestión”. Consideramos que un Gobierno puede cambiar de 
política y no vamos a opinar sobre ese tema. Aquí nos estamos refiriendo al contrato que firmamos y fue la 
base de nuestra estrategia y de las inversiones que hemos hecho. Si cambian las reglas de juego nosotros 
vamos a reclamar por daños y compensaciones muy duramente. Consideramos que el compromiso que 
asumimos no ha sido poco. 


La estrategia que desarrollamos, debido a la decisión de tener una segunda terminal estas son mis palabras; 
pueden tomarse como correctas o no, va a fracasar. El segundo día se cambia la estrategia. No vamos a ver al 
mismo Presidente ni tampoco al mismo inversor. Vamos a ver a un inversor que cambia su cabeza y dice: 
“Ahora el ámbito está totalmente cambiado y no podemos seguir con ese proyecto tal como fue desarrollado 
hasta ahora”. Creo importante decir esto porque si no tenemos otra opción siempre nos adaptamos a las 
condiciones en que estamos trabajando. 


El tema del arbitraje es una parte y luego podemos considerarlo más concretamente, pero tenemos una 
pregunta concreta con respecto a qué se va a hacer con los volúmenes mínimos del contrato que firmamos 
que, claramente, fue en base a una terminal. Si cambian las reglas, lógicamente se precisa dar solución a ese 
tema. No se pueden evitar las consecuencias de esa condición que no es más válida y que el inversor no 
puede cumplir. Nosotros pensamos que el otro inversor también va a tener un mínimo a cumplir, para tener 
reglar justas, y la suma es mucho mayor a las proyecciones con respecto a la cantidad de los contenedores en 
el Puerto de Montevideo. Esa es una constatación en cuanto a que hasta la fecha nadie ha considerado estas 
duplicaciones y entendemos que es un punto que los legisladores deben atender minuciosamente. 


Mi pregunta es si se leyó y evaluó el contrato que firmamos y se tomó en consideración las consecuencias del 
cambio de condiciones. La ley va claramente contra la inversión. Estamos triplicando la capacidad del Puerto 
de Montevideo dentro del concepto de desarrollar la terminal, pero ahora se cambia y se generan riesgos. 
Hicimos cálculos y proyecciones y es casi seguro que no vamos a poder cumplir con los volúmenes mínimos, 
y el pliego establece que si no los alcanzamos después de tres años perdemos la concesión. Tampoco vamos a 
generar suficiente flujo de fondos. Eso es muy claro porque el proyecto es por un millón de movimientos y 
este año estamos en trescientos cincuenta mil en el Puerto de Montevideo. Precisamos setecientos mil u 
ochocientos movimientos para amortizar y es muy claro que no los alcanzaremos. No necesitamos ser 
economistas para entenderlo. Eso significa que no vamos a poder pagar los préstamos a los Bancos, lo que 


afecta el flujo de fondos, y si queremos salvar a la empresa de la quiebra vamos a necesitar aumentar el 
capital y el Gobierno deberá aportar capital en un fracaso del que ellos son la causa 


En cuanto al aspecto internacional, Katoen Natie es un inversor belga que funciona bajo un tratado de 
promoción y protección de inversiones en ambas partes que fue firmado entre Uruguay y Bélgica, y en su 
texto dice muy claramente que si hay un conflicto se debe resolver de cierta manera. Entonces, según nuestra 
opinión, luego de la aprobación y publicación de una ley se pasa, automáticamente, a una discusión nacional, 
por lo que también sería bueno consultar a la Cancillería y analizar cuál podría ser el impacto de ese tratado. 
También se podría consultar a la Comisión de Asuntos Internacionales, porque hay un tema internacional que 
tal vez ahora solo lo veremos a través de la presencia de algún Embajador que venga a plantear cierta 
preocupación del Gobierno belga por un inversor de allí medio livianamente, e intente entender los 
fundamentos de esa iniciativa y medir los impactos sobre una inversión de su país, pero luego se pueden 
generar discusiones formales en ámbitos internacionales. Entonces, en mi modesta opinión, sería bueno 
involucrar y conocer la opinión de esa Comisión de Asuntos Internacionales y de la Cancillería. 


Siempre me he preguntado cómo fue justificada la nueva ley. ¿Cómo fue el proceso? ¿Hubo una decisión 
primero y luego un intento de justificación? ¿Hubo un análisis técnico y económico serio, conociendo la 
necesidad de los clientes y los inversores para llegar a la conclusión de que hay lugar y necesidad de una 
segunda terminal, o se requiere mayor capacidad primero y, por ello, una segunda terminal? Capacidad 
vamos a tener. Hasta el año 2020 no se necesita más capacidad. Y si se requiere más capacidad nosotros 
tenemos una concesión por 58 hectáreas y ahora estamos terminando 32, por lo que hay más para crecer en 
muelles, áreas, etcétera. Si se precisa más capacidad, ¿es posible que el Gobierno prefiera darla a otro 
operador? Eso es con respecto a la segunda terminal. 


Pero, ¿qué sucede? En 2005, cuando comenzó el nuevo Gobierno, se nombró como Presidente al señor 
Puntigliano, quien estaba trabajando en Hamburgo pero no como experto de puerto. No tenía ninguna 
relación con el puerto, por lo que a veces me sorprendía que se presentara como experto. Yo vivo en Amberes 
pero no conozco nada de diamantes. El señor Puntigliano trabajaba en el Puerto de Montevideo sin tener la 
menor relación con él. Debido a que estaba en Hamburgo lo invité a conocer Katoen Natie, ya que siempre es 
bueno saber quién es el socio. Le mostré todas las instalaciones en Amberes solamente algunos de ustedes las 
conocen, porque tuvimos un día para la visita y con ese tiempo solo se podía visitar esas. Tuvimos un 
almuerzo con el Presidente del Grupo Katoen Nadie y con otro presente y, por su prisa, Puntigliano, sin ser 
todavía Presidente de la ANA, anunció que sería necesario hacer un llamado para una segunda terminal. Yo 
me sentí como en el Polo Norte y creo que todos, porque se produjo un silencio total, preguntándonos de 
dónde venía esa decisión y por qué anunciarla, ya que si tenían la idea era mejor hacer estudios y luego 
comunicarla. Eso me sorprendió, y la convicción que tengo es que primero se tomó la decisión y luego se 
buscó justificarla. 


Hubo diferentes maneras de justificarla: primero hablando sobre números y proyecciones que en muchísimas 
partes fueron equivocados la propia ANA reconoció que los números no fueron los correctos, y luego 
sacando un plan maestro que costó mucho dinero y fue producto de consultas a todo el mundo involucrado en 
el Puerto de Montevideo. Lo cambiaron por otro estudio que fue tan malo que debieron sacarlo en dos 
semanas. Realmente fue de pésima calidad y no fue posible mantenerlo, por lo que lo sacaron del sitio web 
junto con el plan maestro que era excelente como guía para desarrollar el Puerto de Montevideo. Era posible 
adaptarlo o cambiarlo pero realmente era una guía y sabemos, inclusive si visitamos ciudades, que a veces las 
guías viejas son las más interesantes y completas. Esa fue una actuación para justificar que el plan no valía 
más. Pero reitero que el plan expuesto fue tan malo que lo sacaron al poco tiempo. 


Esto ocurrió para desacreditar a TCP y hacer ver que fuimos el mal alumno de la clase en cierto momento. 
Todos los problemas eran culpa de TCP. En algún momento dijeron en público que el balance era negativo. 
¿Qué significa balance negativo? Si alguien invierte no va tener ganancias inmediatamente. Somos inversores 
de largo plazo y no estamos acá para empezar a recibir dividendos dentro de dos o tres años. Tenemos 
horizontes por inversiones a, por lo menos, diez o quince años. Obviamente, el resultado puede ser negativo, 
pero lo que importa es el flujo de fondos, es decir si la inversión da un flujo de fondos para pagar los 
préstamos. Ese es el tema en discusión ahora, que los fondos no van a dar en esas condiciones, con una 
segunda terminal. Se hizo todo esto para pintarnos como los malos alumnos, mal intencionados, que solo 
queríamos defender nuestro interés. Si soy Presidente de una empresa pública o privada yo defiendo el 
interés de público o privado y basta. Defiendo una inversión que tiene futuro. ¿Y cómo nos pintaron a 


nosotros como privados? Diciendo: “Ellos defienden sus intereses”; y vale la pena defenderlos, pero también 
está el interés por el Puerto de Montevideo, y eso debe quedar claro. El otro proyecto parece ser de interés 
público, pero es bien privado. Entonces nosotros somos los privados que defienden su interés y el nuevo 
operador es el de interés público. ¿Cómo explicar esto? Estamos haciendo inversiones de interés para el 
Puerto de Montevideo y el inversor quiere tener un retorno sobre sus inversiones, pero con un retorno de 13% 
nadie va a entrar en el proyecto. 


Después de la visita firmamos el contrato y otro problema fue la integración de capital. Nosotros pusimos un 
capital de US$ 6:000.000 y se quiere llegar a los US$ 140:000.000. Todos sabemos que los Bancos van a 
decir que hay que aumentar el esfuerzo y poner más capital, en el orden de un 30% o un 40% de la inversión, 
junto con un flujo de fondo proyectado, y entonces prestan US$ 140:000.000. Se demoró por lo menos un 
año para aumentar el capital de TCP. Nosotros queríamos aumentarlo enseguida, firmar el préstamo y seguir 
adelante, pero la ANA demoró un año. Hizo observaciones, preguntó si precisábamos hacerlo, etcétera, 
expresando que debíamos poner todo el capital, lo que está todo documentado en actas de Directorio, 
Asambleas, etcétera. 


Para nosotros esa fue una experiencia muy difícil porque la ANA tiene el voto de oro y si no quiere aumentar 
el capital no hay manera de hacerlo. Es una decisión que le corresponde totalmente. Si la ANA no quiere 
aumentar el capital el proyecto está trancado, y así estuvo por un año. Obviamente, todavía no sabemos por 
qué pasó eso. 


Después firmamos el contrato con los constructores y contratistas para la parte de obra civil y dragado. En 
ese momento hubo una resolución de la ANA por la que ninguno de sus empleados podía estar presente en 
ese acto. Hemos hecho muchas presentaciones sobre proyecciones y capacidad, pero siempre la orden fue 

que nadie de la ANA podía ir a escuchar las exposiciones. 


El 26 de julio de 2006, dos semanas después de firmar el contrato con Soletanche, que construyó la terminal, 
el ingeniero Puntigliano declaró en el diario “El Observador”: “Siempre se supo que cuando la obra de 
Terminal Cuenca del Plata estuviera asegurada,” estuviera asegurada con la firma del contrato “se iba a 
trabajar en una posible segunda terminal de contenedores”. Aparentemente, fue importante el hecho de que 
firmamos primero, porque cuando el pez estaba asegurado se pensó: “Podemos hacer lo que queremos”. Esa 
es una señal que se da a los inversores futuros que, por ejemplo, podrían venir a invertir en el ferrocarril o en 
puertos fluviales. 


Por otra parte está el tema de la transparencia. Nunca vimos ningún estudio técnico ni económico y nuestra 
impresión es que primero se tomó la decisión de hacerlo y después trataron de justificarlo, aunque en 
definitiva no lo lograron y no nos convencieron a nosotros ni a nadie. Ahí entramos en el tema de la 
transparencia entendida como la actuación clara, fundada, con explicación de motivos y pruebas. Nosotros 
siempre utilizamos esa definición de transparencia y no aquella de la que se habló en algún momento en el 
diario, preguntándose qué intereses había detrás, quién defendía esto y por qué Atoen Nadie actuaba así. 
Nosotros siempre pensamos en explicar bien los fundamentos, los motivos y las pruebas, porque ese va a ser 
el interés de las dos partes cuando entren en un arbitraje. En ese entonces ya los fundamentos son muy claros. 
Sin embargo, en el caso de la segunda terminal la transparencia no ha sido respetada frente al concesionario 
de la terminal ni frente al inversor extranjero. Es decir que no se respetó frente a TCP el Gobierno está 
representado por la ANA junto con un inversor extranjero y también se negó información al Banco europeo 
que financia el proyecto y vino especialmente a Montevideo para hablar con el Gobierno y los Ministerios 
para pedir información. Nunca la recibieron. Se fueron con la promesa de que se enviaría información, pero 
nunca llegó nada. También el Gobierno belga pidió información sobre los fundamentos pero tampoco la 
recibió. En muchísimas oportunidades pedimos información ante todas las instancias de Gobierno pero jamás 
recibimos respuesta. Tampoco habría sido respetado ante los legisladores en el Senado, según las palabras del 
señor Senador Serio Abre vertidas en la Radio ““El Espectador” el 14 de mayo, donde dice: “En ese 
oscurantismo no sabemos. Si realmente sabe dónde va a estar y dice que no, mucho más motivo para no votar 
la ley, porque una ley no se puede votar con falta de transparencia. Sobre todo ayer cuando el miembro 
informante, en el último momento de su intervención, al final de varias horas de discusión, dice que hay un 
plan de negocios de la ANA que nadie conocía. Todo esto demuestra que hay una gran contradicción”. 


Los integrantes de la Comisión hasta el mismo Senador Fernández Huidobro lo dijo en un momento no 
tienen la información y nunca la tuvieron. Entonces, la pregunta es: ¿vamos a seguir en esa línea, tomando 


decisiones que pueden generar consecuencias sobre la imagen o un costo económico para el Gobierno muy 
importante y un cambio del desarrollo en el Puerto de Montevideo sin conocer los fundamentos, sin respetar 
la mínima transparencia en ese proceso? 


En el mismo diario, el 14 de mayo, el Senador Alfil expresó la siguiente: “La verdad no sé cómo se cobra 
hoy. No tuve tiempo de preguntarlo porque este texto apareció de la nada, a último momento. Después de 
todo eso apareció una hojita que se llamó plan de negocio y que ni siquiera es un plan de negocio sino una 
hojita donde algún burócrata hizo una evaluación”. Yo no puedo decir nada más perfecto acerca de cómo era 
la transparencia en ese asunto. El señor Senador Vaillant, en “El Observador” del 18 de mayo de 2009, 
expresó: “Yo no digo que no haya un proyecto técnico, digo que ellos no lo conocen y nosotros tampoco. No 
está acabado, pero existen avances suficientes como para poder identificar de forma muy aproximada los 
valores de la inversión”. 


Sé que los legisladores en este momento político están muy involucrados y, quizás, no pudieron seguir en 
detalle las discusiones y los comentarios que hicieron los diferentes Senadores en la Comisión de Transporte 
y Obras Públicas. Entonces, es importante mencionar que, en realidad, la decisión no se tomó en base a 
transparencia y ni siquiera en base a justificación. Ni siquiera fue la intención de la ANP ni del Ministerio del 
Transporte y Obras Públicas, porque el señor Ministro Víctor Rossi, el 4 de junio de 2008, dijo: “Queremos ir 
por el camino que más rápidamente nos dé resultados, con mayor transparencia, con mayores garantías para 
todos los actores, tratando de eludir el riesgo que corremos”. Con esas palabras nos quedamos muy contentos 
porque se garantizó una transparencia total. No solo nos dan la oportunidad de tener información sino que 
también nos escuchan y se comienza a discutir. 


En muchas ocasiones yo invité a la ANP a intercambiar información y entender el relacionamiento y el 
fundamento del otro. Ese es el comienzo de un compromiso, de una solución para evitar arbitrajes. 


Más adelante, el señor Ministro Rossi también informa a los legisladores presentes lo siguiente: “Entonces 
queremos enviar a la consideración del Poder Legislativo el proyecto de Ley y, además, los elementos de la 
reglamentación general que después se va a aplicar, para que también se pueda trabajar conociendo las reglas 
de juego. Esto tiene una cierta complejidad; por eso estamos demorando un poco más de lo que teníamos 
pensado. ¿Por qué complejidad? Porque esto implica tener en cuenta la ubicación sugerida, las características 
de los pilotes que debe tener la construcción, así como también la forma en que se propone la decisión, es 
decir, si es por puntaje, cómo se adjudica, cómo se interpreta, y si es por el mecanismo de la subasta, cuáles 
son las condiciones para participar o de qué modo se decide la calificación para participar en ella, porque la 
idea no es solo que el que se presenta tenga dinero sino que también aporte al punto de vista del incremento 
en la carga por vía marítima”. 


Entonces, primero votaron una ley y estoy seguro de que hay muchos puntos como el canon o muchas 
cláusulas que nadie sabía realmente de qué se trataban. Estoy seguro de que votaron algo que no estaba 
maduro, y no respetaron la ambición que tenía el Ministro Rossi en su momento de que el proceso fuera muy 
transparente, con todas las garantías y una decisión justificada. 


Después salieron en el diario comentarios de miembros de la Comisión de Transporte y Obras Públicas del 
Senado diciendo que no estaban seguros de que fuera una buen solución para el Puerto de Montevideo que un 
armador se instalara allí o que, por ejemplo, un operador del Puerto de Buenos Aires, de la Plata o de Río 
Grande viniera a Montevideo y se instalara con una estrategia que no está en la línea del Gobierno. 
Inmediatamente hubo muchos nudos y eso se sumó a que votaron una ley que no es para nada clara y no 
sabemos de qué se trata. No tenemos ninguna idea de cómo será la reglamentación. En el Senado no fueron 
presentados los fundamentos jurídicos, técnicos ni económicos. Eso es muy claro. Nosotros fuimos los únicos 
en presentar información independiente, estudios serios, mucho más allá de palabras en el aire. 


El 29 de abril de 2009, el Presidente de la ANP dijo en la Comisión del Senado que todas las informaciones 
se encontraban bajo confidencialidad pactada con ciertas empresas interesadas. Nuestro socio firmó pactos de 
confidencialidad con nuestros clientes. ¿Dónde está la responsabilidad de un accionista en una empresa? Ese 
es otro tema. 


El ingeniero Puntigliano dice textualmente: “Estoy hablando de la fase de especificación conjunta. Para algo 
tenemos reuniones confidenciales en las cuales los potenciales operadores de esta nueva Terminal han 
firmado un acuerdo de confidencialidad y, por esa razón, no pueden hacer públicos sus proyectos ni las ideas 


que en ese ámbito se discuten [...] Por eso en este momento no son públicos los proyectos que se están 
manejando”. Si yo digo eso en el Directorio de mi empresa, tengo algunos minutos para tomar mis cosas y 
salir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿De qué fecha es ese informe? 
SEÑOR THYS.- Del 29 de abril de 2009. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un antecedente de 15 de octubre de 2008 que dice lo mismo. 


SEÑOR THYS.- Mi interpretación es que pidieron que votaran la ley sin preguntar el porqué, sin 
pedir aclaración de por qué se firmaba un acuerdo de confidencialidad con un cliente de mi socio. Se 
estaba armando una estructura para el fracaso de la empresa de la cual soy socio. Esa es mi 
interpretación. Es muy fuerte, y esa es también la opinión de nuestros abogados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber por qué usted hace esa interpretación. ¿Por qué interpreta 
que el acuerdo de confidencialidad era con sus clientes? 


SEÑOR THYS.- Porque lo sabemos. Para dar un ejemplo, fuimos invitados especialmente a participar 
de una misión a Panamá y, en un momento, hablar e intercambiar ideas. En esa misión el Ministro de 
Economía y Finanzas, contador Astori, y el señor Puntigliano, Presidente de la ANP, fueron a visitar a 
Maersk nuestro cliente que tiene su sede matriz de las Américas, junto con Jorge Fernández, de 
Christophersen, para hablar sobre la segunda terminal y ofrecer la posibilidad de instalarse en su 
propia terminal. La charla entre los socios nunca tuvo lugar, pero esa reunión sí. 


El día después nosotros visitamos a Maersk y ellos nos dijeron que sí, que ellos habían ido para hablar sobre 
la segunda terminal y que había acuerdo con el Gobierno. Es nuestro cliente. Si ellos tienen la oportunidad de 
hacerlo, no tengo nada que decir a Maersk. Si alguien le da la oportunidad de salir de TCP y tener su propia 
terminal, y además tener el 50% del negocio en TCP, no hay problema. Somos muy abiertos en eso. 


Finalmente, ¿cuáles son las opciones de Katoen Natie? La opción que tenemos siempre fuimos transparentes 
en eso es recurrir a los mecanismos jurídicos establecidos en el tratado de protección de inversiones. Como el 
proceso no es de ayer, ya hace un año que estamos a “full” preparando un posible arbitraje y otros juicios. 
Contratamos expertos internacionales de Canadá y de Nueva York que tienen mucha experiencia en temas de 
arbitraje. Ya armamos un equipo y tenemos pronta la carta gatillo para iniciar el arbitraje. Ya anunciamos no 
es necesario hacerlo aquí nuevamente que ese es el camino que vamos a seguir. Quiero ser lo más claro 
posible sobre eso. Es algo automático: una vez que toman la decisión y se publica la ley se inicia un proceso 
de arbitraje por vía judicial. También hay uno por vía de negocios. Obviamente, esa solución cambia 
totalmente la perspectiva de nuestro negocio, la motivación porque también entramos en el proyecto, y la 
empresa tomará sus decisiones. Ellos están excluidos de participar en el interés público. Eso, aparentemente, 
es por la otra terminal, ciento por ciento privada. 


Realmente sentimos que nos están obligando a tomar este camino. No tenemos más alternativas. Creo que 
eso está claro, por el hecho de que tenemos ese mínimo y estamos en un peligro muy importante, no solo 
económico sino porque podemos perder la concesión de la terminal. Entonces, lamentablemente, desde hace 
más de un año estamos preparados para seguir adelante, una vez que el Parlamento apruebe formalmente la 
ley. Ese es la etapa jurídica. Además, obviamente hay decisiones de los accionistas mayoritarios que se toman 
en el Directorio. Inclusive, en el Directorio de EIB vamos a evaluar qué hacer, cómo cambiar nuestra 
estrategia. 


Tengo veinticinco años de experiencia en licitaciones y en proyectos internacionales, y lo que pretenden las 
autoridades, en especial el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la ANP, con esa ley no va a ocurrir. 
Lo que se va a ver es algo muy diferente de lo que proyectan o esperan. Esa es mi opinión. Desde mi 
experiencia, ese bebé es un monstruo. Vamos a ver que en el futuro va a haber muchas repercusiones, que van 
a generar muchos resultados negativos para el Puerto de Montevideo, no solo para el inversor sino para la 
imagen, porque aparentemente es posible cambiar condiciones y contratos de un momento a otro. 


Disculpen mi pasión y mi involucramiento con el proyecto, pero diariamente estamos trabajando y luchando 
para viabilizar todo eso, y me da pena saber que en algún momento se pueda cortar la dinámica que tiene el 
proyecto del Puerto de Montevideo. 


SEÑOR TROBO.- Voy a solicitar a la Comisión que pidamos los antecedentes del contrato entre la 
Administración Nacional de Puertos y la empresa Terminal Cuenca del Plata para conocerlo, en virtud 
de que algunas de sus cláusulas según se ha señalado aquí tienen importancia en el análisis de este 
tema. 


Las consultas que quiero hacer seguramente tienen que ver con el material que hay en los antecedentes de 
este proyecto en el Senado y en discusiones que se han dado anteriormente, sobre todo las que tienen que ver 
con proyecciones, desarrollo y capacidad del Puerto de Montevideo, el impacto que ha tenido la crisis, los 
efectos, etcétera. Son todos temas que espero que la Comisión analice responsablemente en los próximos días 
a partir de la información que se pueda pedir. 


La verdad es que el proyecto ingresó ayer a la Cámara y todavía no ha sido repartido. Estoy leyendo un 
documento que llegó del Senado, y tengo algunas dudas con respecto a la fijación de cánones hacia el futuro, 
etcétera. Pero hay un artículo que me llama poderosamente la atención, que es el artículo 5”. Dicho artículo 
establece una prohibición a quienes van a ser socios de la nueva terminal que se convocará, y que sean socios 
de la actual terminal, o sea que el Estado y ustedes no podrán participar. ¿De la norma surge alguna 
disposición que establezca una prohibición a los clientes actuales de algunos de los operadores del Puerto de 
Montevideo, sea la terminal especializada o las terminales en la zona libre del puerto, a presentarse como 
operadores de la nueva terminal? 


SEÑOR CORREA.- Del artículo 5” surge que los únicos inhibidos de participar son Katoen Natie, 
Nelsury S.A. accionista por parte de la empresa belga y la Administración Nacional de Puertos, que son 
los dos accionistas de TCP. Cualquier otro accionista en el futuro, cuando haya una nueva terminal, 
podrá tener acciones en ambas. Eso es lo que trata de interpretar la ley. La única que está inhibida es 
Katoen Natie. Cualquier otro armador que opere en la región, tanto en terminales como en línea 
marítima, tiene posibilidad de participar. Ese fue uno de los cambios que se estableció en la Comisión 
del Senado. 


SEÑOR THYS.- Cuando se discutió ese tema en el Senado, en un momento Katoen Natie y las 
empresas asociadas podían participar. Primero, no, después, sí y luego, no. Hubo una discusión, pero 
no se tomó versión taquigráfica. No sabemos qué se discutió. Fue muy confuso, pero por lo menos se 
discutió el tema. Los únicos excluidos son TCP, Nelsury S.A. y todas las empresas relacionadas con 
Katoen Natie. 


SEÑOR TROBO.- Hay una serie de clientes de Montevideo que son armadores. Quisiera saber si el 
hecho de que algunos de los clientes que son armadores fueran propietarios de la segunda terminal de 
contenedores podría tener un efecto sobre el negocio de Terminal Cuenca del Plata, en la caída de su 
producción o en el sometimiento a unas condiciones de negociación prácticamente oligopólicas o 
monopólicas desde la demanda y no desde la oferta. A su juicio, ¿qué panorama presentan esos 
elementos, que están muy vinculados con el artículo 5”? 


SEÑOR THYS.- Según el ingeniero Puntigliano en sus declaraciones a algunos diarios, hay cinco 
armadores interesados. Yo tengo idea de quiénes son, pero no puedo decirlo con certeza. Es cierto que 
Maersk es uno de los cinco. Maersk es nuestro cliente, que representa el 50% de nuestro negocio, y 
conoce mucho el tema del contenedor refrigerado. Como ya dije, eso es algo que tenemos que 
desarrollar si deseamos posicionar a Montevideo como centro de distribución para el sur de Brasil, 
Bolivia, Mato Grosso, sur de Argentina, etcétera. Si existe una conexión directa a Europa, enseguida 
van a venir otras mercaderías a Montevideo. La carga refrigerada es el negocio. Estamos hablando de 
negocios de más de mil millones de dólares anuales en fletes que van a pasar por Montevideo. Es mejor 
para todos y no solo para los armadores. Entonces, se debería consolidar Montevideo como el mejor 
punto de salida de esa mercadería y no cerrarse para los otros armadores. Hay uno o dos armadores 
que apuntan en ese sentido y tres que están muy preocupados y se inscriben en el proceso para ver qué 
está pasando. 


Si nosotros perdemos a nuestro cliente Maersk, por ejemplo, sería un gran problema. No hay manera de 
equipararlo, porque ellos controlan la mercadería. Si tienen su propia terminal van a estar en una mejor 
posición de controlar y cerrar negocios con otros armadores. Esa es la política, la estrategia. Todo gira en 
torno a ese tipo de mercadería. Entonces, si se toma la decisión de construir una segunda terminal, termina 
nuestro proyecto. Veremos qué pasa en el futuro. Inmediatamente se comenzará a licitar una tercera o cuarta 
para otros armadores. De lo contrario, queda en manos de un armador, que tiene un monopolio totalmente 
integrado, con operaciones, barcos, etcétera. 


SEÑOR CORREA.- Quiero agregar a lo que decía el señor Thys que cuando es un armador el que 
opera su propia terminal, su estructura de costos cambia. Aquí tenemos un negocio que es central para 
la operativa logística en materia marítima, que es el sur argentino y la carga refrigerada que mencionó 
el señor Thys. Hoy hay dos grandes armadores compitiendo fuertemente por los contenedores 
refrigerados del sur argentino que trasbordan en barcos grandes que van al norte de Europa, que 
ronda entre ochocientos, novecientos y mil millones de dólares en flete, lo que le permite hacer una 
inversión de gran tamaño e integrarse. A principios de 2000, Maersk empezó a desarrollar el negocio 
de la carga refrigerada. Hoy está viendo qué parte de ese mercado se lo ha venido ganando Hamburg 
Sud y otros armadores, que también operan desde Montevideo y, particularmente, desde Terminal 
Cuenca del Plata. Por lo tanto, tener su propia terminal, o sea integrarse para atrás, permitiría tener 
otra estructura de costos para consolidarse como centro regional de distribución propio, impidiendo 
que los demás armadores puedan competir en igualdad de condiciones por ese tráfico de la mercadería 
del sur argentino. De hecho, no hay en ningún puerto en el mundo donde el armador tenga consolidado 
su centro de distribución otro operador, otra terminal especializada de trasbordo, como puede ser 
Suape u otras. Pueden ir dos o tres líneas a descargar contenedores a la terminal, por ejemplo, APM 
Terminal, pero son para contenedores que van a ser internalizados en ese puerto. Pero ningún armador 
va a utilizar un puerto que otro tiene como centro de distribución para hacer su centro de distribución. 
Cuando se trata de un armador, los riesgos que se corren en el marco de competencia pueden cambiar 
drásticamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que en la evolución de esta discusión muchos de nosotros llegamos a la 
conclusión de la necesidad de Uruguay de tener una segunda terminal, de desarrollar más capacidad. 


Hay una serie de reclamos de Katoen Natie, mejor dicho, de TCP. También hay una serie de incumplimientos 
de TCP en cuanto a la infraestructura que debió o debería aportar en algún momento. Ahí a mí se me genera 
una situación que se deberá dilucidar en otro campo. Nosotros acá tenemos que cuidar el interés nacional, 
que seguramente va más atado a poder desarrollar capacidad, y capacidad en condiciones competitivas, que 
esta otra cuestión, que es de contrato, que tiene incumplimientos de un lado e incumplimientos del otro, 
seguramente. Lo que sí creo absolutamente razonable de vuestro planteo, y debe ser contemplado en la ley, es 
esta situación en la cual si gana un operador de contenedores y le quita un cliente fundamental a Terminal 
Cuenca del Plata va a ser imposible cumplir con estos mínimos. En el artículo 8” de este proyecto se exige 
que el 50% del paquete accionario esté en manos de un operador. 


El otro gran riesgo razonable que ustedes plantearon en reuniones anteriores es si quien gane la subasta es un 
titular o un operador en otros puertos de la región, lo cual podría afectar fuertemente el interés nacional y 
generar un desvío de cargas, etcétera. Creo que en esos temas debe centrarse esta discusión, y seguramente la 
reconstrucción de este proyecto que estamos discutiendo. 


Lo otro sobre lo que querría opinión es acerca de los precios que se manejan. El proyecto deja fija una serie 
de precios por un período de treinta años. Me gustaría conocer, porque no tengo idea alguna, cuál ha sido la 
variación histórica del precio del movimiento de contenedores y de la consolidación y la desconsolidación. 
Creo que son cuestiones fundamentales a la hora de tomar una decisión que va treinta años hacia adelante, 
porque aquí se basa la competitividad, la capacidad de competencia de nuestro puerto. 


SEÑOR THYS.- Se empezó con US$ 10 por contenedor movido, con descarga, con carga o contenedor 
en un barco. Anualmente hay una indexación de ese precio, de canon. Ahora pagamos US$ 12,3, 
multiplicado por el mínimo en el contrato. El mínimo que vamos a pagar este año es US$ 212.000 
multiplicado por US$ 12,3, que es más o menos US$ 2:500.000 por canon de movimientos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto habla de US$ 20. 


SEÑOR CORREA.- El canon móvil surge de la subasta dividido cien mil, que parte de una base de 
US$ 1:200.000. A medida que se va pujando, también va a ir aumentando el canon. 


Hay dos cánones en la ley, uno fijo y otro móvil, y ambos están ligados en la subasta. Se fija un piso, una 
base de US$ 1:200.000, sobre la cual los oferentes van a pujar. El resultado dividido doce es el canon fijo por 
mes, y dividido por cien mil es el canon móvil por TEU, o sea, por unidad de contenedor de veinte pies. Un 
contenedor de veinte pies va a pagar doce; un contenedor de cuarenta va a pagar a veinticuatro. Lo que surge 
de la subasta es el piso, y a medida que los oferentes van ofertando va a ir subiendo. Por ejemplo, puede 
llegar a tres millones y el canon por TEU va ser treinta. Eso se va a definir según se oferte en la subasta. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Entonces, ustedes pagan US$ 12,3 por caja no por TEU, por cada 
movimiento. 


SEÑOR THYS.- Quiero hacer una observación sobre los incumplimientos que mencionó el señor 
Presidente. En nuestra opinión, no tenemos ningún incumplimiento. Es cierto que el decreto habla de 
cumplir con algunas inversiones a fines de 2007, pero junto con el Gobierno definimos un proyecto 
mucho más grande y nos dieron más plazo. Se trata de un nuevo acuerdo firmado por el Gobierno y 
cumplimos con él. Cumplimos más, porque el acuerdo prevé dos grúas Pórtico y compramos cuatro. 
Reitero que no tenemos ningún incumplimiento con el proyecto. 


SEÑOR MAHÍA.- Simplemente, quería dejar constancia de que aquellos aspectos que ha planteado la 
delegación como dudas razonables, vamos a trasladarlos a las autoridades correspondientes a fin de 
evacuarlos técnica y políticamente. No vamos hoy a polemizar ni a contraponer opiniones porque 
creemos que no corresponde. Estamos en la etapa de recibir los puntos de vista para enriquecer la 
decisión. Aclaro que no se trata de que no tengamos puntos de vista distintos y hasta podemos 
compartir algunos, pero a nuestro entender no es la etapa de verterlos en la Comisión. Simplemente, 
tomamos nota de los planteamientos y los evacuaremos en los términos que correspondan 


Quería hacer este planteo por el hecho de dejar constancia de lo que uno piensa o de cómo va a actuar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Indudablemente, me parece que el tema del canon es clave. Lo anterior es 
una cuestión vinculada a lo pueda pasar y cómo se pueda ver afectada la empresa Terminal Cuenca del 
Plata, y tal vez sea bueno que esta ley lo contemple, que a la hora de que el país decida hacer la 
segunda terminal de contenedores contemple la situación de los contratos anteriores. Eso me parece 
razonable y creo que debió haber estado en la negociación; seguramente estuvo y pueda volver a estar. 


Lo que me parece importante hoy es la capacidad de competencia del Uruguay. Con estas cifras, estamos 
hablando de un canon de US$ 12 como mínimo y de US$ 20 por consolidación y desconsolidación. Quiere 
decir que estamos hablando de un costo operativo básico que ya está por encima del costo operativo básico 
que hoy tiene el país. O sea que, en la perspectiva de los próximos treinta años, el Uruguay no está pensando 
mejorar su eficiencia de costos y, por lo tanto, seguramente vuelva esto al Puerto de Montevideo menos 
atractivo. Es un tema para cuidar. En nuestro caso quiero dejar constancia de esa preocupación. 


SEÑOR THYS.- Nosotros no vamos a opinar sobre la ley, porque en nuestra opinión no debería existir. 
Esta ley complica nuestra posición en cualquier forma, va contra un contrato firmado entre el 
Gobierno y TCP, involucra a un inversor internacional, lo que va a generar complicaciones, 
independientemente de los cambios que se vienen. Es inevitable de nuestra parte tomar esa posición. 


Estoy seguro de que los legisladores van a querer estar informados y esa va a ser una etapa muy interesante 
para nosotros. Si no aparece la información, va a ser mejor para nuestra posición en el arbitraje. Eso es lo que 
realmente a nosotros nos interesa. 


SEÑOR CORREA.- Los cánones de consolidación y desconsolidación son los mismos que tiene TCP; 
tiene cánones por veinte años por ambos conceptos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Fijos por veinte años o por la duración del contrato? 


SEÑOR THYS.- Con un ajuste anual; son US$ 15 por la exportación, consolidación, que tenemos 
nosotros y US$ 30 por la importación, desconsolidación. Es el canon que pagamos, pero realmente no 
hay mucho volumen en nuestra terminal y no es un tema importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia, las opiniones y la información aportada una vez 
más por Terminal Cuenca del Plata. Les agradecemos la participación en todo este proceso. 


(Se retira de Sala la delegación de la Terminal Cuenca del Plata) 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Único Portuario y Ramas Afines) —La Comisión de Transporte, 
Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Representantes tiene la satisfacción de recibir a una 
delegación del Sindicato Único Portuario y Ramas Afines, integrada por los señores Carlos Bastón, Oscar 
López, Ricardo Suárez y Álvaro Llanes. Agradecemos vuestra participación en la discusión próxima a la 
subasta de una segunda terminal de contenedores para el Puerto de Montevideo. 


SEÑOR SUÁREZ.- Agradecemos que nos hayan recibido nuevamente. 


Nos encontramos con este proyecto de ley ya aprobado por la Cámara de Senadores. En dos ocasiones 
estuvimos en ambas Cámaras y como sindicato planteamos una cantidad de cuestiones que nos parecían de 
fundamento y también planteamos alternativas, pero entendemos que el proyecto de ley no las recoge. La 
intención es charlar con los señores Diputados, ver qué posibilidades tendríamos de modificar alguna cosa o 
de acordar en torno a la posible reglamentación de la ley. 


Uno de los temas fundamentales tal vez no se tome la decisión de hacer un cambio al respecto, pero 
queremos dejar constancia de nuestra opinión en la versión taquigráfica es que el sindicato portuario en toda 
su extensión, pública y privada, entiende que si en este proyecto de ley no se estableciera la participación del 
Estado o que debe estar presente en este negocio de los contenedores, se estaría transitando por un camino 
muy peligroso. Para el sindicato, el Estado debe tener por lo menos el 51% del paquete accionario; de lo 
contrario lo reiteramos, vamos a quedar totalmente fuera del negocio de contenedores y, posiblemente, del 
manejo de cualquier importación y exportación. No es que en este tema estemos preocupados por los 
trabajadores del Estado o por los privados; esto no está regido por una preocupación del sindicato con 
respecto al trabajo de los portuarios, sino que entendemos y la experiencia nos lo dice que si este negocio 
queda tal cual está planteado en el proyecto de ley, probablemente dejaremos de incidir como país en los 
destinos de nuestras cargas. 


Los argumentos son básicos, pero es sabido que a través de los contenedores se mueve el 80% de las cargas 
de la importación y de la exportación del país. También es conocido que esto va en aumento y que cada vez 
que el Estado ha querido negociar nos basamos concretamente en la negociación que llevó adelante con TCP 
las empresas prometen, apoyan, pero después, una vez que se hacen dueñas de la pelota, ponen las 
condiciones y hay que negociar a su ritmo. No vamos a ahondar en esto, pero ejemplo de ello fue la última 
negociación, cuando Terminal Cuenca del Plata incumplió con los plazos en que debía hacer las diferentes 
obras para el Puerto de Montevideo. Más allá de que se hable de que se hace más obra, de mayor extensión, 
lo cierto es que el Estado tuvo que negociar al ritmo de TCP, y nosotros decimos: cuando la segunda terminal 
esté en manos de M-ERKS, o del grupo que sea, cuando los números de estos cánones que ustedes proponen 
no den que para nosotros pueden ser mayores o menores, no interesa-, vamos a terminar negociando al ritmo 
de estas empresas. Por lo tanto, seguimos diciendo que el Estado debe tener participación. 


Si no se lograra esta participación, si los legisladores siguieran manteniendo que todo negocio de 
contenedores de los puertos del país fuera privado, si esa concepción ganara, debería profundizarse en otro 
camino; que el Estado hiciera las obras que le corresponden, y nosotros creemos no hace a la ley, pero lo 
queremos decir que este proyecto de una segunda terminal ha retrasado y enlentecido todos los otros procesos 
que la Administración se había planteado llevar adelante. Hoy vemos con preocupación que todavía no hayan 
comenzado las obras relativas al planteo inicial de este Gobierno de crear un muelle C, de aguas profundas, 
de hacer un dragado de catorce metros con posibilidades de poner una grúa pórtico y manejar contenedores. 
Está proyectado para el 2011; nosotros hoy decimos que a ese año no se llega con este muelle. 


Este es un grupo de argumentaciones. 


Lo otro que queremos plantear, yendo con más detalle al texto del proyecto de ley, es que cuando leemos el 
artículo 4” el único al que nos vamos a referir y queremos saber qué posibilidades hay de que acuerden con 
nosotros nos surge una preocupación con respecto a que el contratista deberá contar en su planilla de 
empleados con al menos el 70% de residentes en Uruguay. Tanto nosotros como la Central de Trabajadores 
hemos manifestado nuestra posición en contra de esto. Entendemos que en este caso estaríamos facilitando 
que las empresas, que los empresarios, manejaran de cierta forma el registro de trabajadores, mucho más en 
el Puerto, donde como todos los legisladores saben hay y ha habido una evasión muy grande y han venido 
trabajadores de diferentes partes del mundo a trabajar, sobre todo coreanos y bolivianos. Por las 
explicaciones que me han dado, creo que subyace una buena intención al artículo, pero si esto se mantuviera, 
estaríamos dando una herramienta a las empresas para traer contingentes de mano de obra barata. Y no solo 
referiría a los cargos especializados; también abarcaría a la otra mano de obra que sería muy fácil hacer 
residente del país y así manejar a su antojo este tema. Nosotros pretendemos que este artículo sea cambiado y 
que se refiera a los ciudadanos naturales y no a los residentes. 


En el mismo sentido, el proyecto de ley dice que la Administración Nacional de Puertos establecerá 
mecanismos para mitigar posibles impactos negativos sobre el empleo. Queremos mejorar esta redacción. La 
Administración Nacional de Puertos nos trasmitió su opinión al respecto, y preguntamos a este Cuerpo si 
estaría de acuerdo en que para la reglamentación se estudie la preocupación que tiene el sindicato, en dos 
sentidos. En primer lugar, hoy tenemos en el Puerto fruto de los procesos licitatorios en virtud de los cuales 
las empresas pujan por los espacios portuarios y cambian un importante núcleo de trabajadores desempleados 
a la espera de ser contratados. El caso que más rápidamente me viene a la memoria es el de los trabajadores 
del depósito frigorífico; cerca de treinta trabajadores están en el seguro de paro. 


Entonces, lo primero que pedimos es que, si va a haber un nuevo emprendimiento portuario, no se genere 
más desempleo; es decir, que haya un registro de trabajadores portuarios aclaro que no estamos hablando de 
bolsas de estiba y se vea algún mecanismo para que las empresas que se presenten lo tengan en cuenta y se 
contemple ese desempleo que hoy tenemos en materia portuaria en nuestro país, no solo en Montevideo sino 
también en Fray Bentos donde, como ustedes saben, hay un serio problema con todos estos trabajadores que 
quedaron fuera de las estibas portuarias. Para nosotros sería fundamental buscar cláusulas de acuerdo en 
torno a que las empresas tuvieran algún beneficio por tomar trabajadores que hoy no están en actividad. 


Lo otro es el posible impacto sobre el empleo futuro. ¿Por qué decimos esto? Todos sabemos que se han 
manejado diferentes cifras; ustedes acaban de recibir a TCP, que tiene sus consideraciones y nosotros las 
conocemos. A los trabajadores, más allá de los intereses de las empresas, nos preocupa que alguna de estas 
premisas se pueda cumplir y no queremos quedar desprotegidos en cuanto a que si en el día de mañana TCP, 
Maerks o la empresa que sea se retira nos queden todos los trabajadores en la calle, sin que nadie se haga 
responsable. Entonces, pretendemos un compromiso de estudiar estas cláusulas en el proyecto de ley o en su 
reglamentación; nos parece que debería establecerse en el artículo 4” o que en la reglamentación se consultará 
sobre estas materias. 


Estos son los tres puntos sobre los que queríamos trasmitir al Cuerpo nuestra opinión. Se ha atacado por 
varios lados al sindicato portuario y queremos aclarar que este no se niega a que exista una segunda terminal 
ni a que sea construida de la forma en que entienda el Cuerpo o que sea gestionada por un operador portuario. 
Acá no estamos hablando de volver a viejas prácticas ni a viejos esquemas; simplemente decimos: el Estado 
debe estar presente, y a partir de ahí que se hagan todas las hipótesis que se quiera. Esa es la línea de nuestro 
sindicato. No estamos en contra de este proyecto; simplemente queremos analizar la posibilidad de modificar 
estos artículos. 


SEÑOR BRENTA.- Quiero hacer alguna pregunta para tratar de entender claramente. 


Comprendemos la inquietud que ustedes plantean con respecto al artículo 4”. En primer lugar, me gustaría 
saber qué clase de personal se ha contratado en las obras que ha venido llevando adelante TCP, en la 
construcción de la terminal actual que aún está en proceso. ¿Ha traído trabajadores del exterior? ¿Cuál es la 
experiencia en esta materia? 


Por otra parte, ustedes plantean la posibilidad de que se traiga mano de obra barata. Lo que se ha vivido en 
Uruguay en otros casos, por lo menos, es la contratación de mano de obra ilegal, en negro. Esa es la 
experiencia, no solo de Uruguay, sino de América. En este caso, creo que cualquier trabajador contratado que 
no fuera uruguayo, debería recibir como paga los laudos correspondientes de los Consejos de Salarios, 
acordados para esa rama de actividad y, por lo tanto, su situación debería estar regularizada en el Banco de 
Previsión Social y demás. Eso debe ser así; es responsabilidad de los organismos del Estado controlar que 
efectivamente se cumplan esas disposiciones. Si esto fuera así, no sé qué sentido tendría para cualquier 
inversor, en este caso, para un eventual inversor de la segunda terminal de contenedores, contratar mano de 
obra de otros lugares salvo algún tipo de mano de obra muy específica y calificada que no estuviera 
disponible en Uruguay si en realidad tiene que afrontar los salarios acordados en esa rama de actividad. Me 
parece que es importante que ustedes aclaren ese punto para poder comprender en su totalidad el planteo que 
hacen con respecto al cuidado del trabajo nacional, objetivo que compartimos. 


SEÑOR LLANES.- Soy dirigente sindical de la empresa TCP y formo parte del Ejecutivo del SUPRA. 


Las tareas, tanto de construcción como de operación, que se están llevando a cabo en la terminal de 
contenedores se realizan con personal nacional hasta los niveles medios. En los niveles superiores de 
dirección hay personal extranjero de confianza de la propia empresa. 


Por otra parte, si se establece que los trabajadores deben ser residentes, corremos el riesgo de que suceda lo 
que ya ha pasado en muchas partes del mundo, que es el intento de las propias líneas navieras o de los 
propios armadores de trabajar con su personal. Por ejemplo, si Maersk, Hamburg Sid o algún otro armador, 
gana la concesión de la terminal, como la gente que viene a bordo está empleada por ellos, con un contrato de 
trabajo podría conseguir la residencia en el país. Entonces, quien viene a bordo puede estar trabajando, por 
ejemplo, en la estiba. Esto ya ha sucedido en algún lugar del mundo y los sindicatos han peleado por este 
tema. Nosotros estamos afiliados a la IDC; es decir, estamos trabajando en contacto con muchos sindicatos 
del mundo, y se observa que uno de los riesgos a futuro es que las grandes líneas navieras empiecen a 
implantar esto. 


SEÑOR BASTÓN.- En cuanto a los residentes y al comentario que se hacía con respecto a los Consejos 
de Salarios, es claro que allí hay una regulación. Pero también es claro que existen situaciones, que 
diariamente controlamos y por las que a veces llamamos a las empresas al ámbito del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, en las que hay desbordes en el sentido de la polifuncionalidad, es decir, a 
un trabajador se le hacen cumplir tres o cuatro tareas totalmente diferentes y se le paga por una sola. A 
veces, el trabajador que viene de otro lado, acepta condiciones que nosotros entendemos que no son las 
convenidas ni las acordadas, y eso es lo que nosotros podemos ver en el horizonte, entre otras cosas, 
como una situación a generarse. 


Por otra parte, hace poco se sancionó una ley relativa al personal embarcado, buscando cambiar la situación 
por la que las empresas pesqueras traían para embarcar personal peruano, ecuatoriano, del Pacífico, en 
detrimento de las tripulaciones nacionales. De manera que ya tenemos un ejemplo de ese tipo de desbordes 
en la pesca, en cuanto pescadores uruguayos quedaban en tierra y venía gente de otros lugares a ocupar esos 
puestos. Entendemos que en este caso también hay una posibilidad de que suceda algo de ese orden, de esa 
magnitud, y por eso nos preocupa que se establezca que el trabajador debe ser residente. 


Quiero referirme a otro punto que no se mencionó y que me parece que es importante. Aquí se habla del 70%, 
pero no se dice absolutamente nada del restante 30%; no se dice para qué es, ni quién va a ocuparlo. Tenemos 
la experiencia, por ejemplo, de la Terminal Cuenca del Plata, en la que la participación de personal extranjero 
es mínima; hay algún caso de extranjeros en cargos directrices o en algún cargo técnico muy especializado. 
De manera que tenemos un ejemplo que está funcionando y no ha habido ningún tipo de distorsión en la 
operativa por falta de personal capacitado. Acá hay personal muy capacitado en la actividad portuaria. Es 
más, quiero hacer un comentario porque me parece importante que estén al tanto de esto. Una de las dos 
empresas que maneja el negocio de los contenedores ha creado un software relativo a la operación con 
contenedores en el Puerto de Montevideo, y cualquier terminal que lo adquiere está pagando por él entre 

US$ 2:000.000 y US$ 3:000.000. Este software fue creado por jóvenes uruguayos. Entonces, creo que esto va 
a contrapelo de lo que muchas veces se dice pues acá se invierte muchísimo en la capacitación de jóvenes 
que luego se nos van del país. En este caso, sucede al revés: estamos incentivando que venga gente del 


extranjero descuidando la que tenemos acá. Doy ese ejemplo, pero podría dar otros dentro de la actividad 
portuaria. 


De manera que entendemos que al establecer que los trabajadores deben ser residentes, en realidad, se deja 
desprotegidos a los trabajadores uruguayos quienes, reitero, están capacitados para esta tarea. Ejemplo de ello 
está en las empresas que trabajan en el movimiento de contenedores. 


Es más, otro dato que vale la pena comentar y que fue mencionado por el propio Presidente de la 
Administración Nacional de Puertos, es que el mejor promedio en América del Sur en la operación con grúas 
móviles no con grúas pórtico lo tiene el Puerto de Montevideo, y esas grúas con manejadas por trabajadores 
uruguayos. Esto nos sirve como argumento para decir que acá tenemos el material humano como para operar 
hoy en día y mañana los nuevos emprendimientos que hacen al movimiento de contenedores. De manera que 
consideramos que se debe dar protección a la mano de obra uruguaya. Lamentablemente, este artículo 4”, en 
el que se establece un porcentaje de residentes, nos deja bastantes desnudos en ese sentido. 


Creo haber contestado la pregunta del señor Diputado Brenta. 
SEÑOR LÓPEZ.- Soy miembro del Comité Ejecutivo del SUPRA. 


Quisiera tranquilizar a los señores Diputados y a todos los funcionarios presentes aclarando que nuestro 
sindicato no se despertó con xenofobia. Nuestro sindicato, SUPRA, conjunción pública y privada ayer 
SUANP, es internacionalista y clasista. No estamos atacados por la xenofobia. Lo que tienen que entender los 
señores Diputados es que en el Puerto hay una historia que fue muy convulsiva, y hay cuestiones que hoy 
pueden comprobarse. La Ley de Puertos, aprobada en el año 1992, manejó un concepto de mano de obra 
portuaria que, sin decirlo no quiero entrar en esa discusión, pero sí puedo comprobar que pasaron estas cosas 
desreguló la actividad de los trabajadores. Hay cientos de denuncias de trabajo en negro; en su momento 
hubo denuncias de empresas contra empresas. De manera que aunque ese no sea el tema, hay que tener en 
cuenta la historia. El trabajo en negro y la superexplotación en el Puerto existieron. Y existieron porque se 
dejó indefensos a los trabajadores. Por un lado, la ley estableció que se podía discutir y llegar a conflictos 
después de que el barco se hubiera ido; es imposible hacer sentir la poca presión que los trabajadores pueden 
ejercer a partir de dejar de prestar su mano de obra si no está el trabajo. Ese es un punto que quitó 
posibilidades a los trabajadores, aunque no lo hemos respetado, porque hicimos los conflictos que fueron 
necesarios en el momento que correspondió hacerlos. 


El otro punto, que no está en la ley pero que era de práctica y está cambiando en las empresas operadoras 
portuarias, es que no se permitía que los trabajadores se organizaran. También tenemos denuncias a empresas 
que han despedido hasta dos y tres conjuntos de compañeros que estaban al frente de una iniciativa sindical. 
Esto era la desregulación, la selva, la mínima expresión de la posibilidad de los trabajadores de reclamar sus 
derechos. Pero esto cambió y hoy los trabajadores privados, que eran los más desfavorecidos, discuten en 
Consejos de Salarios. Se pondrán o no de acuerdo, pero lo que nosotros exigimos como trabajadores es que 
haya obligatoriedad de negociar; si llegamos a acuerdos o no con las patronales es otro problema, pero 
tenemos derecho a negociar nuestros salarios y nuestras condiciones de trabajo. Esto mejoró y hay un 
desandar de esa desregulación, que nosotros queremos ayudar a afirmar; por eso estamos empecinados en que 
la ley tiene que reflejar esto. 


Después de la sanción de la Ley de Puertos se abrió el camino de las licitaciones y hoy muchas de ellas han 
caducado en el tiempo reglamentario. Y como en las licitaciones no se tuvo en cuenta a los trabajadores, 
porque para el Estado y para el operador portuario solo se trataba de la concreción de un negocio, cuando 
hoy, sin esta ley, alguien que alquiló o concesionó un espacio del Puerto para trabajar pierde el interés o 
pierde ese espacio ante otra empresa, todos los trabajadores quedan por lo menos en la cuerda floja, algunos 
despedidos, como mencionaba mi compañero anteriormente. Quiere decir que esto no tiene que ver solo con 
la ley. 


Nosotros queremos enmendar esto de los residentes que aquí se establece. También es un problema de 
correlación de fuerzas del mercado y del sindicato. Por ejemplo, TCP ha puesto algún gerente uruguayo, 
porque es menos costoso y tiene la capacidad de cualquier gerente de empresa. Entonces, nos parece que esta 
palabra, “residente”, abona a andar por el camino de la desregulación. El concepto abona a eso. No sabemos 


si eso va a pasar o no, pero antes de que pase, queremos trasladar esta inquietud para que pueda introducirse 
una modificación en la norma. 


En cuanto a la estabilidad de los trabajadores portuarios, estamos pidiendo que haya un espacio. Y cuando 
digo “espacio”, que no se les cree a ustedes, señores Diputados, la imagen de la vieja bolsa de estiba, porque 
es claro para nuestro sindicato que el Puerto nunca más va a ser monopolio del Estado y que las listas de 
trabajadores en la actualidad tienen condiciones muy distintas. Las hay en la banca y en la salud, pero con 
concepciones muy distintas a la de la obligatoriedad exclusiva de tomar a tal o cual funcionario. Y tanto es 
así que estamos empujando con el Directorio de la ANP y con los operadores privados la creación de una 
suerte de escuela de capacitación de portuarios, para que esta lista de trabajadores, además, esté al tanto de 
los requerimientos de la tecnología. No es que nosotros digamos a las patronales “Ustedes están obligados a 
tomar estos cuatro trabajadores sí o sí”. En esta lista que planteamos si se aplica correctamente estos cuatro 
trabajadores van a tener un historial y un puntaje de conducta, y se va a elegir sobre esas condiciones 


Creemos que el trabajo portuario es especializado y quien posee experiencia en él tiene derecho a que se 
considere ese elemento. 


Esta es la situación; no se trata de xenofobia ni implica pensar que todo está mal. Nosotros pensamos que a 
esto hay que adicionar algunos elementos para caminar en un horizonte de trabajo decente. Se debe cambiar 
la desregulación por trabajo decente, y en ese camino ya hemos avanzado. 


SEÑOR TROBO.- Me parece muy importante la visita de los integrantes del sindicato. Ustedes 
conocen en profundidad la operativa del Puerto de Montevideo, su crecimiento, el desarrollo que ha 
tenido, y creo que todos adherimos a la necesidad de que exista un gran desarrollo hacia el futuro. El 
puerto es, en la economía del país, un elemento esencial y fundamental, y gracias a la previsión de 
gente con visión de futuro hoy presenta un desarrollo que no tenía en la década del ochenta ni 
principios de los noventa. 


Aquí hay un tema que está sobre la mesa y es que se pide que se apruebe una ley para autorizar algo que está 
dentro de las potestades que hoy tiene la Administración Nacional de Puertos. Es decir que de acuerdo con la 
Ley de Puertos se debe llamar a licitación para la concesión de actividades dentro del Puerto de Montevideo 
y, eventualmente, algún otro. 


Yo siempre he sido del criterio de que la ley es innecesaria y creo que va a traer problemas, porque si una ley 
es controversial en su contenido y refiere a materias que son típicas de la reglamentación, después no se 
puede modificar; se genera un problema. Pero hay algún aspecto de la ley que me preocupa, que tiene que ver 
con el negocio en general y seguramente ustedes lo conocen porque están allí. En el Puerto hay actividades 
de importación y exportación y también de tránsito de mercadería. Para ustedes, ¿es razonable que un 
armador tenga una terminal de contenedores en Montevideo, o la ley debería prohibir que los armadores 
también se presentaran como proponentes para establecer una segunda terminal de contenedores. 


SEÑOR SUÁREZ.- Nosotros vamos a partir de cambiar la pregunta, porque entraríamos en un 
terreno en el que sería muy difícil llegar a un buen resultado. 


SEÑOR TROBO.- Yo hice una pregunta; usted puede decirme: “Se la respondo o no se la respondo”, 
pero si la cambia no es mi pregunta. Responda lo que quiera, pero mi pregunta es esa. 


(Hilaridad) 


SEÑOR SUÁREZ.- Entonces la voy a cambiar en el sentido de que estamos convencidos de que se trate 
de un armador o no, en realidad, el que está faltando aquí es el Estado, y ese es nuestro planteamiento. 
Nosotros no venimos acá a discutir si debe ser un armador o no; nosotros estamos planteando: 
“Señores: ustedes están entregando el negocio”; atrás siempre va a estar el armador. 


SEÑOR TROBO.- Este proyecto de ley prohíbe que el Estado sea accionista; prohíbe que cualquiera 
que hoy sea propietario de la actual operación de contenedores, sea propietario en playa de 
contenedores de un medio por ciento de la segunda terminal de contenedores. Mi pregunta respecto de 


los armadores se debe, simplemente, a que como los que compran servicios en las playas son los 
armadores, evidentemente lo que puede ocurrir es que se junte la oferta con la demanda y eso 
signifique, dentro del negocio y la operación, algo inconveniente. 


Es una pregunta referida a la práctica que ustedes tienen y al negocio que conocen; yo no lo conozco. No es 
que quiera hacerle decir algo que usted no quiere expresar. 


SEÑOR SUÁREZ.- Queremos decir lo que queremos decir. Entonces, si usted me da este texto del 
proyecto de ley, digo que está hecho para que venga un armador. Lo que nosotros decimos es que ya 
sea que venga un armador o un armador asociado a otra empresa, el peligro aquí es que el ausente es el 
Estado, y eso es lo que queremos marcar. 


SEÑOR IBARRA.- Es un gusto dialogar con los integrantes del SUPRA y quería hacer alguna 
pregunta y precisión. 


En primer lugar, quisiera saber si de acuerdo con cómo se desarrolló la discusión en el Senado de la 
República el sindicato tuvo oportunidad de expresar su opinión con referencia al contenido del artículo 4*. 
Creo que eso es importante porque nos permitiría saber con claridad que el Cuerpo o la Comisión respectiva 
estuvieron informados y tomaron sus decisiones, sobre todo en cuanto al tema de los residentes. 


En segundo término, ustedes hablan de la reglamentación de esta futura ley. Hemos tenido alguna 
conversación con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y uno de los compromisos que se han 
asumido es que cuando se redacte la reglamentación haya participación de los trabajadores, sobre todo en lo 
concerniente al tema del empleo y la defensa de las fuentes de trabajo. No obstante, entiendo que algunos de 
los temas no van a poder abordarse en la reglamentación, por más flexible que se sea, porque si la futura ley 
dice en su artículo 4” que “El contratista deberá contar en su plantilla de empleados con al menos un 70% 
(setenta por ciento) de residentes en Uruguay”, es eso y punto. Otra cosa es la posibilidad de crear un registro 
de desempleados, una especie de bolsa de trabajo, etcétera. Eso es algo distinto y en ese diálogo de los 
trabajadores, con la ANP y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas se podrá llegar a un acuerdo o no. 
Ese es uno de los elementos que quiero expresar y aclaro que es mi opinión. 


Voy a referirme al tema de que al menos un 70% sean residentes en Uruguay y quede un 30%. Según lo que 
dicen ustedes es cierto que la contratación y el empleo de determinados funcionarios técnicos, de alto grado 
dentro de las empresas, está cubierto dentro de ese 30%; sobrará o no. Tal vez de ese 30% se utiliza 
solamente un 15%, un 20% o un 29%; dependerá de las necesidades de cada empresa. Pero es allí donde, en 
definitiva, la empresa tiene espacio para contratar de acuerdo con sus necesidades. Otra cosa es que dentro 
del setenta por ciento se habilite el término residentes que, además, si aplicamos estrictamente lo que dice 
este proyecto deben serlo; tal vez no pueda tratarse de ser ciudadanos legales ni naturales, porque se refiere a 
residentes. 


Yo me ocupé de hablar con la Dirección Nacional de Migración para saber qué significa el término residente 
y, desde el punto de vista del Ministerio del Interior residente se refiere a un extranjero que haga su trámite 
en esa Dirección y cumpla con determinados requisitos muy simples. Basta con que tenga carné de salud, un 
empleo y, por lo tanto, un certificado de empleo, y un certificado de buena conducta del país de origen o, en 
este caso, de Uruguay. 


Junto con algunos compañeros legisladores analizamos ciertos antecedentes referidos a una ley que creo que 
votamos por unanimidad en el mes de abril, relativa a tripulación de embarcaciones de matrícula nacional, 
que no es estrictamente igual pero tiene que ver con toda la operativa portuaria y también con la defensa del 
trabajo uruguayo. Allí también se utiliza el porcentaje de 70% y se expresa que la tripulación deberá estar 
constituida, como mínimo, por un 70% de ciudadanos naturales o legales uruguayos. 


Quería hacer esas precisiones, porque no quiero que aquí se establezca un clima que habilite a pensar que hay 
cosas que pueden solucionarse en la reglamentación. Según mi modesta opinión hay aspectos que no pueden 
solucionarse con la reglamentación y, por tanto, eso significa modificaciones del proyecto. 


Ustedes también se referían a cómo se viene actuando en determinados países en los que se utiliza tripulación 
de determinadas empresas de a bordo para hacer trabajos de tierra, y eso es un alerta que debemos tener en 


cuenta para buscar la mayor protección de los trabajadores uruguayos. Eso no significa, de ninguna manera, 
despreciar el desempeño de trabajadores de otros países sino, simplemente, reconocer que tenemos normas y 
antecedentes que, como viejo bancario, siempre tengo en cuenta. 


SEÑOR BRENTA.- Voy a hacer alguna consulta que tal vez nos ayude a comprender y buscar una 
solución adecuada a esta cuestión 


Me parece muy buena la aclaración respecto a la xenofobia, más en el movimiento sindical uruguayo, donde 
la historia indica todo lo contrario. 


Mi duda es esta. Según alcanzo a comprender, hay distintas etapas en este proceso. En lo referente a la 
segunda terminal de contenedores habría una parte que tiene que ver con la construcción y la obra y otra con 
la administración y gestión de la terminal. Y dentro de esta considero que es natural y lógico creo que ustedes 
lo admiten que la empresa que gane un emprendimiento de este tipo tenga un determinado nivel de cargos 
gerenciales que sean de su confianza. Si se trata de una empresa extranjera es bastante común que traiga su 
propio personal, más allá de que después empiece a generarse un proceso de incorporación de gerentes 
nacionales. Me parece que esa es la historia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Domínguez) 


Creo que hay comparaciones que son distintas. Por ejemplo, nosotros hemos aprobado legislación 
en materia de actividad pesquera donde me parece que es muy fácil contratar personal no nacional, 
porque en realidad ese trabajador va en el barco. Por lo tanto, no es lo mismo traer personal para la 
obra, porque los ejemplos que conozco de otras actividades demuestran que se traía personal en negro, 
sin pagar los laudos, etcétera, pero por suerte y porque, como ustedes dicen, ha habido un cambio en 
materia de regulación y cumplimiento de las normas laborales esto no va a pasar. No veo qué sentido 
puede tener para quien desarrolle la obra de construcción de la terminal, incorporar personal de otro 
lado, porque se va a tener que pagar el mismo laudo que a un trabajador uruguayo, hacer los mismos 
aportes y, además, proveerlo de un lugar donde vivir ya que no está en su país. 


Otra cuestión es la actividad permanente, lo que es distinto, porque si yo traigo a alguien para mover una 
grúa, lo que implica determinado nivel de especialización, tal vez opte por traer un trabajador de otra 
terminal que yo mismo gestiono en otra parte del mundo en lugar de capacitar un trabajador uruguayo. Me 
parece que eso es otro capítulo. 


Un tema diferente es el del 30%. Hoy en el Uruguay la industria del “software” ustedes ponían un ejemplo de 
elaboración de programas y demás es cada vez más importante por suerte y la mayor parte de los servicios 
que provee son al exterior; vende servicios y programas, fundamentalmente de gestión, a empresas 
extranjeras en el mundo entero. Y ojalá sigamos en ese proceso, avanzando cada vez más. Me parece que es 
el lugar donde estamos en mejores condiciones por suerte, porque hemos hecho una inversión fuerte en 
educación y se han dado ventajas a la industria del “software” en materia tributaria y demás para potenciar un 
área que creo que es una de las industrias estratégicas que el país tiene dentro de un modelo de desarrollo que 
privilegie la investigación, el conocimiento y demás. Entonces, mi duda es la siguiente. ¿No será mejor 
camino lo digo como pregunta y ni siquiera pretendo que la contesten sino, simplemente, que la incorporen, 
más allá de este proyecto concreto de la segunda terminal, trabajar en una propuesta que sea global para la 
actividad portuaria, y considere la globalidad y las particularidades específicas de cada una de las tareas, 
como la pesquera, el desarrollo de construcción dentro del puerto, etcétera, es decir que vaya por otro 
camino? Quiero decir con total sinceridad que no estamos sacando la pata del lazo para que ustedes se 
entreveren y se olviden de esto. Simplemente pregunto si ese no es un mejor camino que el de atarnos a algo 
que después no se va a poder cambiar y que, de repente, no tiene impacto ninguno, como ha pasado en el 
caso de TCP, donde la experiencia indica que el personal es uruguayo y demás. Esa es la duda que tengo y 
que creo que es bastante compartida. 


SEÑOR MAMHÍA.- Comparto el punto de vista del señor Diputado Brenta en cuanto a la inquietud. Si 
entendí bien, me quedó más clara la inquietud planteada por los trabajadores, por los sindicatos. Si yo 
despejo que el problema no es en la construcción por lo señalado por el señor Diputado Brenta, porque 
ahí hay un área de construcción en la que también entran otros sindicatos, y por ese lado no está la 


aprensión de la eventualidad de que vengan trabajadores de otras nacionalidades obviamente me 
parece muy válida la constancia con respecto a la xenofobia, que uno descarta como motivación del 
planteamiento, la pregunta que me hacía es si el problema está más allá de la construcción de una 
futura terminal y radica en la regulación en sí misma de la actividad. Entonces, si el problema está más 
allá de la construcción de una futura terminal de contenedores, tal vez esta sea una oportunidad para 
disparar un trabajo colectivo sobre cómo regular o abordar este tipo de fenómenos y situaciones. 
Porque si es más allá de la futura construcción de una terminal de contenedores pero el planteo surge a 
partir de un artículo incluido en el Senado, es una buena oportunidad para analizarlo desde esa 
perspectiva. Y agrego otro elemento. Entiendo que alguno de los planteamientos hechos sobre todo con 
el tema del registro de los trabajadores, que me quedó clara la perspectiva es mucho más para 
reglamentación por lo que hemos conversado con autoridades el Poder Ejecutivo lo interpreta en los 
mismos términos aquí planteados que para una ley, de la misma manera que este asunto en la 
perspectiva planteada originalmente, pero no con el giro que le hemos dado ahora porque puede tener 
una profundidad diferente. Es más: algunos de los aspectos que no refieren a esto pero que están en 
este proyecto, a mi modo de ver, podrían ser parte de una reglamentación y no de una ley, que la 
haríamos bastante más acotada y más sencilla. 


Mi intervención está referida a esto. Tenemos la misma inquietud que planteaba el señor Diputado Brenta, en 
los mismos términos y creo que a partir de la intervención de los representantes sindicales tenemos más claro 
de dónde está ubicado el problema y una perspectiva distinta hacia el futuro. 


SEÑOR SUÁREZ.- Nos parece importante precisar dos o tres puntos porque, de lo contrario, quedaría 
como que nosotros planteamos el tema hoy. De aquí se puede desprender que viene una delegación 
portuaria, hay un proyecto de ley y plantean el tema. 


El señor Diputado hoy preguntaba si nosotros tuvimos alguna intervención en la Cámara de Senadores. 
Quiero decir que cuando se plantea el proyecto sobre la segunda terminal que aún no estaba diseñado, sino 
que se empieza a trabajar en él nosotros pedimos intervención en cuatro Comisiones: en las Comisiones de 
Legislación del Trabajo y de Transporte de la Cámara de Diputados y también en la de Senadores. En todos 
los ámbitos planteamos exactamente lo mismo: “Señores: en el Puerto hay un problema, que es el trabajo 
eventual”. Y salimos a toda la prensa a decir que cualquier emprendimiento portuario que se haga tiene que 
atacar ese problema. 


Reconozco una cantidad de argumentos que se manejan en torno a la Ley de Puertos. Estoy convencido de 
que en este país tenía que haber una Ley de Puertos; siempre lo dijimos, aún oponiéndonos a la que se 
aprobó. Y creemos que nos opusimos con razón, porque entendíamos que se estaba desregularizando el 
trabajo. En aquel momento el Estado invirtió para que se desregularizara el trabajo, se les pagó a los 
trabajadores para que se fueran de la bolsa de la estiba, se les pagó a los trabajadores portuarios para que se 
retiraran de la actividad portuaria, y lo que se generó fue una ley que luego tuvo un decreto reglamentario, el 
N? 412, que reglamentó la desregulación del trabajo. El señor Diputado decía que el decreto reglamentario no 
puede, pero la Ley de Puertos es un claro ejemplo. La Ley se establece como tal y el derecho reglamentario 
fija una serie de normas que le impide a los trabajadores organizarse, etcétera. Entonces, vayamos a lo que 
hoy rige en el país. Ese decreto hay que modificarlo si se va a hacer cualquier emprendimiento; acá no 
estamos hablando de la segunda terminal. 


En ese momento vinimos al Parlamento y les dijimos que, si no saliera esta segunda terminal, hoy en el 
Puerto hay dos problemas puntuales que se arrastran de muchos años. Se acaba de hacer una concesión de la 
Terminal Polivalente en el Puerto. La empresa que la operaba era Montecon S.A. Montecon S.A. por equis 
motivos que no vamos a analizar nosotros pierde esa licitación. Hoy tenemos a todos los trabajadores de 
Montecon S.A. temblando en la vara porque no saben cuál es su futuro. No se previó en los pliegos 
licitatorios ni en ninguna ley cláusula alguna que protegiera el trabajo portuario. 


Ustedes saben muy bien que cuando se planteó el tema de los bancos, cuando cerró el Banco Pan de Azúcar 
el problema estuvo en cómo hacían el Estado y los bancos para contratar a los trabajadores que quedaban 
desempleados, y nosotros pedimos exactamente lo mismo. Pero esta ley está poniendo un plus: ya no solo 
vamos a competir con los trabajadores de la construcción somos todos trabajadores, pero tratamos de respetar 
la profesionalidad, el espacio y el tiempo de trabajo en las empresas sino con los posibles trabajadores que 
traigan las empresas. 


Nos extraña esa pregunta. El legislador definía muy claramente cómo se puede ser ciudadano residente. Esta 
práctica ya la han hecho las empresas y nosotros estamos peleando por ello. Tal vez, esta cuestión en 
cualquier otro lugar no tendría ese impacto, pero un trabajador portuario no necesita siquiera pisar la ciudad; 
baja en el puerto, trabaja en el puerto, se sube al barco y se va, y es un ciudadano residente. Eso es lo que 
queremos evitar. 


Pensamos que si hay voluntad de trabajo y acompañamos lo que dice el señor legislador Brenta en cuanto a 
encarar el tema hacia el futuro, entonces redactemos que por lo menos en esta instancia haya señales claras y 
no que se nos diga simplemente que la ANP velará por el empleo. Es muy vaga la cláusula. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Botana) 


Tenemos desempleo y podemos tener mucho más. Entonces, pretendemos que por lo menos exista 
un compromiso del Cuerpo, independientemente de la complejidad de la ley y de la posición de los 
partidos que lo integran. Sabemos que el empuje y la discusión es responsable y es grande. Nosotros, 
los trabajadores, independientemente de toda esta polémica, podemos decir: “Señores: no se olviden 
que en el Puerto existe este problema y seguir ocultándolo nos parece que es un camino erróneo”. 


Hay otro tema que queremos ajustar. 


En la Administración Nacional de Puertos y en los puertos del país se está incumpliendo con el Convenio 

N? 137 de la OIT que suscribió este país, que marca que en los puertos tiene que haber registro de 
trabajadores. No es lo mismo hablar de registro de trabajadores que de bolsa de estiba, pero por ese convenio 
existe la obligación de un registro de trabajadores como hay en todos los puertos del mundo. Señores: no 
estamos haciendo nada nuevo. Donde no hay registro es en los países tercermundistas, por lo general con 
graves problemas económicos, pero en España, en Francia, etcétera existen los registros y no hay 
conflictividad por estos temas. 


SEÑOR BASTÓN.- Quiero hacer una aclaración que no es un tema de discusión semántica, pero si me 
permiten voy a leer la terminación de lo que nosotros venimos a objetar, entre otras cosas, del 
artículo 4”. Dice textualmente: “el contratista deberá”. O sea que de hecho, de plano, es una obligación. 
Creo que con eso se dice todo. No voy a agregar más nada; ustedes verán. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- La delegación fue muy clara con respecto a los puntos que vino a plantear. 


El primer punto fue el motivo de debate. En realidad, hay una expectativa importante por lo menos en lo que 
tiene que ver con nuestra fuerza política en cuanto a que esto tiene que cambiar. Me parece que lo más 
inteligente será encontrar un camino en el que podamos elaborar una redacción adecuada y tomarnos el 
tiempo que sea necesario, más allá de los apuros con que está planteado este problema. 


El otro aspecto no se discutió en esta Comisión, pero sí es conocida la discusión que se dio en el Senado, 
principalmente en el seno de la fuerza política que representamos. La discusión se dio a fondo y el resultado 
es este. Eso es lo único que podemos decir. 


Me parece muy importante el énfasis puesto en estos temas. Durante todo este Período fuimos omisos en 
cuanto a cómo se podían enmendar algunos puntos de la Ley de Puertos. Hoy se reconoce que la Ley de 
Puertos tiene muchas virtudes pero el vacío que tuvo siempre y que, personalmente, vi. como un problema 
muy serio, fueron la flexibilización y la desregulación que se cometieron. Si bien fue parte de los vientos de 
la época, hoy tenemos los resultados y se pueden mejorar, se puede maquillar esta situación. Sería bueno 
también ver el tema general y no solo el particular de esta ley. Por supuesto que entiendo que esta ley debe 
tener una enmienda, tema que ya hemos analizado por lo menos con los integrantes de nuestra fuerza política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


(Se retira de Sala la delegación del SUPRA) 


(Ingresa a Sala una delegación de la UNASEV) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Unidad Nacional de Seguridad Vial, 
integrada por el doctor Gerardo Barrios y el señor Omar Rodríguez, Directores y por la doctora Gaby 
Lencina, Coordinadora de la Cámara Jurídica. 


La presencia de esta delegación responde al acuerdo que hicimos en función de la necesidad de dejar 
constancia de la su posición con respecto al tema de los cinturones, a una eventual discrepancia que pudiera 
existir con conceptos vertidos en la Comisión por otro actor y a la necesidad de hacer algunas 
puntualizaciones que son de importancia poner en conocimiento de esta Comisión. 


SEÑOR BARRIOS.- Esta es la continuidad de lo que planteamos al principio, cuando asumimos en la 
Unidad Nacional de Seguridad Vial. Es decir, estar en contacto permanente con el organismo legislador 
para todos los aspectos, no solo en lo que tiene que ver con una materia tan difícil como la seguridad 
vial, sino también explicar cuáles son los motivos que llevan a las nuevas reglamentaciones, a los 
nuevos decretos y a los nuevos componentes y estrategias eficaces en materia de seguridad vial. Por eso 
es que hoy nos presentamos aquí en el entendido de que como dijimos el primer día que asumimos, el 
23 de octubre de 2007 nuestra función es establecer una estrategia y una política de Estado en materia 
de seguridad vial y, para eso hemos aterrizado ya, en un corto período menos de un año, una serie de 
normas y de recomendaciones y, dentro de ellas, la reglamentación del cinturón de seguridad vial. 


Como bien se dijo, hay algunas notas que han venido de instituciones que también están vinculadas a esta 
tema que nos interesa aclarar al organismo legislador y que la vamos a hacer en dos partes. Por un lado, lo 
que es la reglamentación que luego explicará el señor Rodríguez y, por otro, cuál es la esencia de una 
estrategia en cuanto al establecimiento de una política de Estado en materia de seguridad vial y cuál ha sido 
nuestro comportamiento en torno a las nuevas normas y a la aplicación de la ley. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Ustedes recordarán que hace unos meses atrás habíamos venido a esta 
Comisión y habíamos planteado la necesidad de tener plazos para reglamentar el artículo 31 de la Ley 
N? 18.191 que establece la obligatoriedad del uso del cinturón de seguridad. 


Este Parlamento, a través de un proyecto de ley que ustedes presentaron, otorgó un plazo al Poder Ejecutivo 
para realizar los análisis técnicos y las consultas necesarias a fin de establecer los parámetros que podían ser 
adecuados en Uruguay para reglamentar este artículo tan importante, que permite no solo establecer con 
claridad la obligatoriedad del uso de cinturón de seguridad sino, además, un concepto que día a día va en 
camino de ser aceptado con mayor amplitud por parte de los ciudadanos en cuanto a ayudarse y cuidarse 
entre todos. Una forma para ello es tener cinturones adecuados en los vehículos. ¡Vaya si se han ido dando 
pasos! 


Trajimos una propuesta de reglamentación del artículo 31 de la Ley N* 18.191 que, en escasos minutos, 
también estará recibiendo el Poder Ejecutivo. Este decreto establece qué tipos de cinturones de seguridad son 
los adecuados, en base a normas internacionales. Nuestros técnicos trabajaron intensamente durante seis 
meses para establecerlo. En esto participó la Facultad de Ingeniería, a lo cual damos una importancia 
singular. Tuve oportunidad de ver algunos de los trabajos que realiza esa Facultad en el tema de los casos y 
de los cinturones. Hasta ahora no se la había consultado en la materia. Cuando la Facultad dice que algo es 
seguro porque cumple con determinadas normas nos beneficia a todos porque, indirectamente, regula el 
mercado. No debe haber más casos y cinturones truchos en el Uruguay si pretendemos que la seguridad vial 
esté en condiciones. 


No voy a profundizar en aspectos técnicos, pero el proyecto reglamenta el uso de estos implementos en autos, 
camionetas, vehículos de carga, vehículos de transporte de pasajeros para el conductor y el eventual 
acompañante, y para vehículos de transporte escolar. Se recoge mucha literatura, y en un par de anexos se 
establece claramente los tipos de cinturones, las características y el anclaje que deben tener. Con esto 
pretendemos que en los plazos establecidos logremos tener un mejor transporte y con mayor seguridad. 


La última palabra la va a tener el Poder Ejecutivo en los próximos días, cuando homologue este reglamento. 


SEÑOR BARRIOS.- Este no es un tema menor en la historia de la seguridad vial en el mundo. 
Recurrimos a los países que tienen los mejores resultados, con una tasa de cinco muertos cada cien mil 


habitantes, mientras que nosotros tenemos diecisiete cada cien mil. El proceso se sustenta en la 
experiencia internacional, en cuanto a no cometer los errores de otros países que no tenían la 
experiencia suficiente como para establecer estrategias eficaces y medidas probadamente adecuadas 
para bajar la tasa de siniestralidad, lesividad y mortalidad. En el Cono Sur se va a producir un 80% de 
incremento de las muertes y lesiones por siniestros de tránsito en el año 2020, según la Organización 
Mundial de la Salud. No somos un ente aparte ni la Suiza de América. Somos un país inserto en un 
continente que tiene esa realidad, y las cifras actuales establecen que si no adoptamos políticas y 
estrategias eficaces en materia de seguridad vial no vamos a poder resolver el tema. 


A partir de esta ley y de la puesta en funcionamiento de la Unidad Nacional de Seguridad Vial, apoyada en 
las Unidades Departamentales de Seguridad Vial, se está llevando adelante una estrategia que comienza a 
tener sus primeros indicadores positivos. Este organismo no depende exclusivamente de un Ministerio sino 
que es interministerial, horizontal, ya que se comunica directamente con la Presidencia de la República y con 
el Poder Ejecutivo, lo que le da un perfil diferente. 


Para analizar las estrategias en seguridad vial es necesario contar con esa experiencia internacional. Hoy el 
Uruguay ocupa un lugar destacado en seguridad vial en organismos internacionales, precisamente por la 
creación de este órgano dependiente de la Presidencia, lo que le da un perfil de funcionamiento. Pero no basta 
con la Ley N” 18.191. Las leyes hay que aterrizarlas y ponerlas en práctica eficaz y efectivamente. El 
Uruguay tuvo casi una ausencia de estrategias de seguridad vial durante treinta años. En el año 1990, desde el 
Sindicato Médico, hicimos la primera advertencia con relación a los cinturones de seguridad, y la Intendencia 
Municipal de Montevideo impuso la obligatoriedad de su uso. Poco se ha hecho para establecer estrategias 
eficaces. Una de ellas es no solo el cinturón de seguridad sino también el casco protector. La tasa de 
lesionados graves por traumatismo de cráneo en las ciudades en las que se está utilizando en un promedio de 
80% a 90% ha disminuido a la mitad. Cuando vemos que el Hospital de Tacuarembó está saturado de 
pacientes graves golpeados en la cabeza, y desde la Intendencia y desde las fuerzas vivas se establece una 
estrategia efectiva para empezar a aplicar el uso del casco, confiamos en los resultados que nos pueden 
ayudar a mejorar nuestras cifras en siniestralidad vial. 


Ustedes recibieron varias interpretaciones sobre el tema cinturón de seguridad y por eso hacíamos mención a 
esta realidad que atraviesa nuestro país. El hecho de establecer políticas de Estado en seguridad vial es una 
construcción. Se construye desde las leyes, desde las normas, desde los reglamentos. Todos los países del 
primer, segundo, tercer o quinto mundo que han pretendido resolver este tema han ido sumando 
reglamentaciones y normativas. No todo acaba con una ley aprobada. Es más: es el comienzo de nuevas 
reglamentaciones. ¿Por qué hay reglamentaciones? Porque, efectivamente, todo lleva un proceso. El proceso 
que llevó quince años en instaurar cinturones de seguridad de tres puntos en Estados Unidos, lo tenemos que 
recorrer. El proceso que llevó a la incorporación del cinturón de seguridad obligatorio en la Unión Europea, y 
particularmente en España, llevó quince años también. Y hoy, el 40% de los conductores españoles circula sin 
cinturón de seguridad. El cinturón de seguridad en Montevideo alcanza al 80% de los conductores. Por lo 
tanto, eso nos advierte de dos elementos. En primer lugar, no hay soluciones rápidas ni a la ligera, sino que 
requieren un proceso de adaptación a la realidad uruguaya, no a la realidad de otros países. En segundo 
término, se requiere cierto nivel de educación hacia nuestra población y, como contrapartida, vemos en el 
Uruguay que nuestro buen nivel de educación permite incorporar mecanismos preventivos. No hay experto 
internacional que venga al Uruguay y no se sorprenda de cómo en Montevideo el 90% de los conductores 
utiliza sus luces encendidas sin haber fiscalización en las calles. Eso tiene una única traducción, y es que la 
gente incorpora mayoritariamente mecanismos preventivos porque está consciente del problema de la 
circulación vial. Si en Montevideo bajó la tasa de mortalidad fue a expensas del peatón embestido, que de día 
reconoce al conductor por sus luces encendidas. Esos son indicadores de resultados. Hoy no estamos en 
condiciones de hacer evaluaciones, porque estas se hacen a cinco o diez años. Cuando terminemos nuestro 
período podremos pasar raya y decir si este plan dio resultado bajando la tasa de siniestralidad, mortalidad y 
lestvidad. 


Estos temas no son menores, porque también uno tiene que entender que este es un problema técnico político. 
No es un problema exclusivamente técnico ni pasa solo por la opinión técnica. Las opiniones técnicas deben 
aterrizarse a esa realidad, porque de lo contrario tendremos leyes, normas y reglamentos que nadie cumple, 
como pasó en nuestro país con el casco, cuya norma está vigente desde el año 1981. Hoy hay muchísimos 
cascos y ustedes lo saben que no cumplían ninguna norma hasta el día de ayer. A partir de setiembre de 2010 


se van a vender y fiscalizar los cascos adecuados, homologados por nuestra Facultad de Ingeniería y por el 
LATU. 


Los cinturones, los cascos, las luces encendidas y el alcohol forman parte de una misma estrategia que hemos 
definido en la Unidad Nacional de Seguridad Vial en base, inclusive, a las resoluciones que este Poder 
Legislativo adoptó. Por eso la tasa de alcohol no bajó de 0,8 a O. Bajó de 0,8 a 0,5 y de 0,5 a 0,3, en forma 
progresiva. ¿Por qué? Porque era necesario convencer a nuestra ciudadanía de los efectos deletéreos de tomar 
alcohol y conducir vehículos. Hoy, por suerte, como indicador, vemos que en las estadísticas de Policía 
Caminera y Policía de Tránsito la cantidad de conductores alcoholizados ha descendido. Por lo que decíamos 
de evaluarlo a los cinco años, no podemos todavía sacar una conclusión terminante, pero sí tenemos un 
indicador. Eso ha sido efectivo. Estamos estudiando con el Instituto Técnico Forense las necropsias de los 
fallecidos en siniestros de tránsito. Teníamos el dato previo: 38% de quienes fallecían en siniestros de tránsito 
tenían alcohol 0,8 o más en sangre. Veamos, cuando culminemos este estudio, a cuánto ha descendido la 
incidencia de alcohol en los uruguayos que se mueren, sean conductores o peatones. 


Con el mismo criterio de progresividad hemos actuado respecto a los cascos. Hoy hay cascos truchos. Hasta 
ayer se vendían cascos truchos. Vamos a dar un año de plazo para que la comunidad renueve sus cascos y 
vamos a tratar insistentemente de que haya un plan recambio para que este costo no sea asumido 
exclusivamente por quien se compró un casco trucho y nadie le dijo que era trucho. El que se lo vendió no 
cumplió una norma vigente del año 1981. El que lo fabricó, tampoco. El que lo importó o lo dejó importar, 
tampoco. Por lo tanto, debemos tener ese período y apoyar a la gente para que pueda recambiar su casco 
protector. Quien no quiera apoyarlo, que lo diga y que no lo apoye. Nosotros estamos luchando por la salud 
de los uruguayos y están los que le dan vuelta la cara y ni siquiera hacen su gestión a los efectos de facilitar 
ese plan recambio. Cuando uno anuncia estas cosas tiene sus repercusiones. Nosotros somos bien claros y 
decimos lo que pensamos y cómo lo vemos. Lo vemos desde hace veinte años en las vías públicas y en las 
unidades de terapia intensiva. Ese es nuestro compromiso. 


Aterrizando en el tema del cinturón de seguridad, cuando preguntamos en la reunión pasada a los integrantes 
de este Comisión si tenían “Airbag” en sus autos, me contestaron que no. ¿Por qué hice esa pregunta? Es 
muy sencillo de interpretar. El mejor sistema para evitar las lesiones en una colisión frontal no es el cinturón 
de tres puntos. Si yo termino ahí seguramente genero gran confusión. Es el cinturón de tres puntos más el 
“Airbag”. El “Airbag” desciende en un 20% lo que había descendido el cinturón de tres puntos en una 
colisión frontal. Salvo más gente si tengo a “Airbag” frontal e inclusive lateral. No vamos a nombrar marcas 
de autos, pero seguramente ustedes conocen muchas que sería muy recomendable tener circulando en nuestro 
país, que tienen sus cinturones, sus “Airbag” y su ingeniería automotriz adecuada para absorber la energía. 
En definitiva, se trata de que la energía no se trasmita a nuestro cuerpo ocasionando lesiones. Cuando ustedes 
quieran si es que no conocen, los podemos acompañar para que vean las consecuencias de un traumatismo de 
cráneo tanto en quien no usaba casco como en quien no usaba cinturón de seguridad. ¿Cuál es la moraleja de 
este asunto? 


Aterrizando en el tema específico del cinturón de seguridad en el transporte escolar, uno puede decir cuál es 
el mejor sistema de retención infantil. Dijimos en esa reunión, lo plasmamos en el documento, lo hablamos 
con la Fundación Gonzalo Rodríguez y con los propios transportistas escolares, que el mejor sistema de 
retención infantil es el cinturón de tres puntos. No es solo el cinturón de tres puntos, es mucho más que eso, 
pero parece ser que solo se habla del cinturón de tres puntos. Ese es el mejor. Si nosotros impusiéramos esa 
norma, seguramente el 80% de los vehículos de transporte escolar no podrían circular más porque no tienen 
las condiciones técnicas para incluirlos. Pues bien, ¿¿qué hemos hecho? Esa ha sido nuestra recomendación y 
transitoriamente, tal cual hemos recorrido cada uno de estos dispositivos de seguridad, sujetemos a nuestros 
niños con un cinturón de dos puntos. También decimos y ustedes quizás lo hayan visto en algunos videos que 
lo que se ve no siempre es lo general, lo que ocurre en los siniestros vehiculares. Me refiero a que el cinturón 
de seguridad de dos puntos ocasiona lesiones en los niños. Y es verdad. No es verdad que ocasione lesiones 
por sí mismo. No evita lesiones. Cuando uno analiza un dispositivo de seguridad o de prevención, debe 
hacerlo por las lesiones que evita. Entre un niño sin ningún sistema de sujeción, un niño con un sistema de 
dos puntos y un niño con un cinturón de tres puntos, ¿qué es mejor? El que recomendamos nosotros es el de 
tres puntos. ¿Cuál le sigue evitando lesiones? El de dos puntos. ¿Qué es lo peor? No tener a los niños sujetos. 
Durante veinte o treinta años de presencia del transporte escolar en Montevideo y en el país se han registrado 
colisiones que han costado la vida de algún niño por no estar sujeto. Entonces, el transporte escolar debe ser 
analizado dentro de la magnitud del problema, ver qué jerarquía tiene y cuáles pueden ser las soluciones. 


Si uno analiza vehículos de Fórmula Uno, seguramente los dispositivos de seguridad no son los mismos que 
los que se aplican en las normas de circulación vial. ¿Por qué? Porque hay características particulares de los 
vehículos que los exponen a un riesgo que amerita la adaptación de los dispositivos de seguridad. Con la 
misma óptica veamos el transporte escolar. Es un transporte de una siniestralidad extremadamente baja, por 
suerte, lo que es ejemplo para los conductores y responsables del transporte escolar uruguayo. Más del 90% 
de las lesiones que se producen en los niños en el transporte escolar son leves. En su mayoría no ocurren en 
colisiones del transporte escolar sino en maniobras vinculadas a la conducción. Es decir, los niños se caen 
cuando el conductor tiene que hacer una maniobra brusca, o se golpean cuando el conductor frena 
bruscamente. 


Si uno ve esa realidad dice que lo ideal es tener cinturones de tres puntos o sistemas de retención infantil que 
cuenten con cinturones de tres puntos. Frente a esta siniestralidad y la imposibilidad de disponer hoy en los 
vehículos de ese tipo de dispositivo, mi preocupación central es que los niños no salgan despedidos, que es 
como se lesionan. Debe haber un sistema que retenga a los niños. Los dos niños fallecidos esto se lo dijimos 
a TEU, a la Fundación Gonzalo Rodríguez, lo dijimos acá y lo seguiremos diciendo murieron por no tener un 
sistema de retención. Fue un impacto con una transferencia de energía que hizo volcar la camioneta, los niños 
salieron despedidos y fallecieron por ese motivo. El resto de los niños que no salieron despedidos quedaron 
con lesiones leves dentro del habitáculo. Si los niños hubiesen tenido algún sistema de retención, por más 
imperfecto que fuera, pero eficaz en ese elemento de eyección vehicular, muy probablemente estarían vivos. 


Por lo tanto, sería totalmente irresponsable de nuestra parte y estaría al mismo nivel no hacer nada que hacer 
algo que no se va a cumplir. No asumimos para eso en la Unidad Nacional de Seguridad Vial. Lo hicimos 
para cumplir nuestro compromiso con la ciudadanía y su salud. Asumimos con el compromiso de poner en 
práctica medidas que han sido y son eficaces. Hoy, la mayoría de los países del Primer Mundo lo dijimos y lo 
volvemos a decir acá no tienen cinturones de tres puntos en sus transportes escolares, y se pretende de un día 
para el otro que el Uruguay, después de treinta años de olvido de este tema, pase a ser el paladín en seguridad 
vial. Lo vamos a ser, pero para hacerlo efectivo hay que aterrizarlo con soluciones prácticas. Por eso, 
nosotros recomendamos el cinturón de tres puntas. Renovemos la flota y la que venga va tener cinturones de 
tres puntas. Mientras tanto, ¿qué hacemos? Sujetemos a los gurises, porque este tema no nos empezó a 
preocupar hace dos años, desde que ley está vigente. Nos empezó a preocupar hace veinte años, cuando 
fuimos a ver a los gurises, a los mayores, a los ancianos, a todos, en la vía pública. 


Entonces, bienvenidas sean las instituciones públicas, privadas, ONG, fundaciones que quieren colaborar con 
la Unidad Nacional de Seguridad Vial. Nosotros somos lo dijimos y lo vamos a seguir haciendo una Unidad 
abierta a todos los aportes. Bienvenidos sean, porque no somos expertos en todo lo que tiene que ver con la 
seguridad vial. Somos entendidos, técnicos, por haber vivido un área específica, pero particularmente en este 
tema sabemos que hay mucha materia fértil en nuestro país y mucha institución que ha trabajado en este 
tema. Nosotros somos inclusivos: trabajemos todos juntos. Por eso nos sorprendió enormemente y lo decimos 
con dolor que, una vez que tuvimos la reunión en esta misma Comisión, se hicieran declaraciones a la prensa. 
Inclusive ustedes recibieron una nota generando dudas, contradicciones y un montón de cosas sin haber 
hablado con nosotros. Como dijimos, somos una Unidad abierta, estamos en el primer piso y cualquiera que 
quiera puede ir y escuchar. Es más: nos hemos reunido muchísimas veces con estas instituciones y nos 
sorprendió, pero eso no quiere decir que estemos enfrentados. No; bienvenidos sean los aportes. En este 
sentido, uno debe entender que las instituciones y las personas tenemos mucho que aprender de este tema. 


En ese aspecto, les queremos trasmitir la plena convicción y así está plasmado en el documento y en la 
reglamentación de que nuestro único interés es bregar por la salud de los uruguayos en un problema que es la 
primera causa de muerte entre uno y treinta y cinco años en el país. Hoy, la gripe A ocupa, con lógica razón, 
un primer lugar en la difusión y prevención. Lo mismo hay que hacer con el tema de la seguridad vial, con 
bases sólidas, aprendiendo de lo que ocurre en el mundo y de nuestra propia realidad. Hay que sortear 
muchos obstáculos, precisamente, en la discusión de todos los aspectos. Nos interesa particularmente que 
este tema les quede claro, porque no hay peor cosa que generar contradicciones y dar opiniones que, a veces, 
más que colaborar a la solución aportan a la confusión. 


Este tema ha sido muy manejado en forma totalmente fraccionada, con un conjunto de intereses que nada 
tienen que ver con la salud de los uruguayos y, en definitiva, estamos tratando de ordenarlo con ese criterio 
inclusivo, escuchando a todo el mundo y participando activamente en las recomendaciones que han sido 
eficaces en el mundo y también en nuestro país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- El viernes 22, viniendo de Vichadero, adonde habíamos ido a inaugurar un 
Centro MEC, fui testigo del accidente de un auto ocupado por un médico del BPS que iba a Vichadero 
junto a su chofer. Por casualidad porque veníamos de Vichadero y este médico iba de Rivera hacia allá, 
vimos cómo el auto, en el kilómetro 70, daba varias vueltas. El médico pudo salvarse y el chofer murió 
porque iba sin cinturón de seguridad. Lo pude comprobar. 


También se sumó la demora de una ambulancia. Por suerte, se lo planteé a ASSE y ya me confirmaron que 
esta semana va a Vichadero una ambulancia de traslado. Este hecho lamentable sirvió, por lo menos, para 
demostrar la importancia de tener en cada lugar del departamento ambulancias para atender estos casos de 
emergencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos enormemente la presencia de UNASEV. 


Nos da la sensación de que la polémica que acá se produce es entre gente que quiere hacer la mejor 
construcción, que según lo que uno lee en la versión taquigráfica no pude estar presente en la reunión la 
posición de la Fundación Gonzalo Rodríguez era tratar de hacer más aceleradamente este proceso. Uno 
entendía aquellos argumentos y entiende este camino. Creo que hay sensatez en las partes y lo bueno sería 
que existiera el diálogo, de modo de poder aprovechar ese recurso que la Fundación Gonzalo Rodríguez tenía 
para hacer unos estudios de esta situación. Creo que habría un financiamiento por allí que les permitiría hacer 
un aporte que nunca está de más en estos casos. 


Lo otro que me parece que tenemos que agradecerles enormemente es el hecho de que nos hagan este aporte 
tranquilizador. A su vez, creo que debemos reafirmar el concepto de que la UNASEV debe tener más poder. 
No puede seguir siendo un organismo cuyas competencias sean simplemente de asesoramiento, porque sin 
competencias, sin poder hacer, sin poder regular directamente, teniendo que pasar la mínima discusión por 
este ámbito se ven expuestos a un trabajo que multiplica muchísimas veces el normal trabajo, la estabilidad y 
la resolución de cosas que UNASEV tiene indudablemente claras y que no corresponden a filosofías 
partidarias sino que son cuestiones de gente que está sensatamente trabajando en un campo. Además, no son 
unos dogmáticos radicalizados del tránsito sino gente que, con equilibrio, está encarando un tema sumamente 
delicado para la sociedad. A nosotros nos gustaría, sinceramente, que pudiéramos avanzar en la ley en cuanto 
a establecer en ella principios fundamentales, principios rectores por supuesto, pero también otorgar 
márgenes de poder para no discutir acerca de temas en los cuales, además, yo tengo temor de emitir una 
opinión. No me animo a decir, por ejemplo, en el caso de hoy, qué es lo mejor. Me animo a decir de la 
sensatez de la gente que tiene una y otra posición, pero no a decir cuál es el mejor camino. En la mayoría de 
los temas de tránsito, los legisladores no somos, en general, especialistas en el tema. Entonces, nos cuesta 
mucho decidir una cosa o la otra. Siempre decidimos en base a los asesoramientos, pero creo que podríamos 
acordar determinados límites generales y modificar la ley de modo que la UNASEV pueda tener recursos, 
por un lado, y poder, por otro. No puede ser que por el cinturón de los muchachos deba tener todo un proceso 
de inestabilidad que le lleve a suspender una y otra vez la posición del señor Presidente de la República y 
tengamos indefinidamente que estar arreglando el tema y generando una situación que siempre es de 
inestabilidad. Yo creo que lo bueno es que acá se puedan fijar las condiciones de los cascos, los cambios de 
señalización, que esto pueda avanzar como el tema del tránsito avanza, en la medida en que cambian los 
pavimentos, los sistemas de frenaje, la velocidad de circulación, etcétera. 


Creo que eso nos va a quedar como una materia pendiente y UNASEV podría ir recogiendo toda la 
experiencia de este tiempo para ir preparando esos cambios que, en definitiva, lo que hacen es dar más poder 
a gente que está trabajando en este tema. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Yo comparto las expresiones del señor Presidente de la Comisión en cuanto a 
que la Unidad Nacional de Seguridad Vial nació en un momento en que el país ya había recorrido los 
aspectos presupuestales, las aspiraciones y las rendiciones de cuentas, pero sorprendentemente con los 
compañeros hemos podido ver que hay cosas que se pueden hacer y que hay cosas que parecía que no 
se podían hacer y se pueden hacer. Nos hemos valido de fundaciones, de ONG, de apoyos de las 
Intendencias Municipales que hasta hace dos meses no tenían una visión inclusiva de este tema y hoy lo 
están viendo diferente. Pero hemos recorrido el país, sin presupuesto y muchas veces solventados por 


las Intendencias Municipales de todo el territorio, sin distinción de partido político porque, como bien 
decía el señor Diputado Botana, esto no puede tener sesgo partidario. Cuando voy al interior, siempre 
busco al cuadro de fútbol de la localidad y digo: “Saquémonos la camiseta de ese cuadro de fútbol yo 
me saco la camiseta de mi querido Racing y pongámonos la Celeste, porque este tema es para la 
Celeste, no para cada uno de los cuadros”. 


Con la Fundación Gonzalo Rodríguez y con la gremial de las camionetas escolares, conociendo cómo es el 
transporte escolar en mi país, inmediatamente después de que vimos la ley prendimos luz amarilla y 
empezamos inmediatamente a trabajar. Entonces, cuando aparecen algunas notas como las que les hicieron 
llegar, nos sorprendemos, como decía el doctor Barrios, con dolor, porque no es de ayer que venimos 
trabajando sino desde hace meses. Y no trabajamos solo con ellos. También lo hacemos con la Fundación 
Alejandra Forlán, con el ISEV, con el CEPA, con la UNITRAN y puedo seguir nombrando personas que nos 
han dado una mano tremenda. En el caso de la Fundación Gonzalo Rodríguez, nos puso al ingeniero Furas a 
trabajar con nosotros y hoy lo está haciendo en diferentes aspectos que hay que reglamentar: maquinaria 
agrícola, cinturones, señalización, etcétera. Estamos haciendo un relevamiento de la señalización vial que hay 
en cada una de las ciudades, con un aporte importante del Ministerio de Transporte y Obras Públicas en 
coordinación y articulando lo público con lo privado. 


Por eso, comparto lo que decía el señor Presidente, pero estamos preparando el camino para que en un futuro 
esta Unidad Nacional de Seguridad Vial quizás nosotros ya no estemos al frente de ella pueda tener un 
presupuesto y logre tener en este país me animo a decirlo a título personal un organismo encargado de la 
seguridad vial con facultades ejecutivas, con el debido presupuesto y con la debida estructura, que permita 
tener menos lesionados y menos muertos en nuestro tránsito. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Primero que nada, quiero felicitarlos por venir a traernos más soluciones que 
problemas. Me queda claro que en esto el camino es muy duro, donde la convicción es lo que nos va a 
favorecer. 


Estoy totalmente de acuerdo con que teníamos la ley pero había que recorrer el camino de la inspectividad, 
de lograr los apoyos. Se fueron conformando las unidades de seguridad vial en las diferentes Intendencias y 
se empieza a aplicar el uso del casco. Sabemos que esto va a ser objeto de una lucha denodada, porque hay 
que ir contra una cultura, hay que explicar y hay que seguir haciéndolo permanentemente. Es lamentable que 
los mejores ejemplos pasen a ser las muertes. Es truculento decir esto, pero las muertes son las que vienen 
convenciendo, principalmente en el interior, que es una caja de resonancia más chica y cuando fallece una 
persona en esas condiciones, inmediatamente todo el mundo se entera: “Mirá, Fulano, pasó tal o cual cosa”. 
Lo que pasó en Tacuarembó fue claro; además, hubo una extraordinaria intervención del Hospital de 
Tacuarembó, que está haciendo una campaña muy buena con respecto a la seguridad vial. 


Por supuesto que podríamos hablar horas sobre esto, pero hay cuestiones que tenemos que ir laudando. 


Cuando trabajamos este tema en la Comisión, se mencionó que existía una normativa de 1982 relativa al uso 
del casco, pero la verdad es que yo no la tenía registrada. ¡Si serán importantes todos los pasos que se han 
dado, y aún así nos falta muchísimo por hacer, porque todavía hay un gran porcentaje de personas que no usa 
casco! Repito: aún nos falta mucho por hacer, y más todavía si hay países como España en los que aún hay 
un 40% de personas que no utilizan el casco. Y esto no se soluciona solo aplicando multas, aunque creo que 
tiene que haber una actividad inspectiva fuerte; me parece que lo mejor es contar con políticas persistentes y 
con personas que las apliquen como corresponde. Precisamente, creo que ustedes han actuado como perros 
de presa en este sentido y me parece que es así como debemos trabajar en todos los ámbitos del Estado. No 
hay vuelta: si queremos que las cosas salgan adelante tenemos que ponérnoslas al hombro. 


Por otra parte, quiero referirme al Parlamento del MERCOSUR, en el que estamos trabajando en una 
situación particular, porque todavía no han sido elegidos los representantes de cada país. De todos modos, 
estamos elaborando una recomendación de diez puntos para toda la región. Nuestros invitados están en 
sintonía con esto, pero quiero informarlo aquí porque me parece que será muy bueno que en el MERCOSUR 
existan normativas similares en materia de uso del cinturón de seguridad y del casco, así como en lo relativo 
a los controles de alcoholemia. Por supuesto que esta idea se está construyendo; la intención es, por ejemplo, 
evitar algunas exigencias que se les están planteando a los transportistas carreteros de carga en Argentina, en 
el caso de que este país acepte las recomendaciones del MERCOSUR y las plasme en una norma general. 


Reitero que les agradezco mucho que hayan estado con nosotros. 


(Se retiran de Sala los representantes de la UNASEV) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que pongamos a votación esta minuta de comunicación al 
Ministerio de Economía y Finanzas, en función de lo acordado con esa Cartera y de que es la que tiene 
iniciativa privativa en esta materia. El Ministerio es el que va a enviar la iniciativa, pero cuando 
estuvieron aquí en calidad de sus representantes, los señores Apezteguía y Aguiar, nos pidieron que la 
Cámara remitiera una minuta de comunicación sobre el tema. El señor Diputado Trobo, quien ha 
trabajado intensamente en esta cuestión, redactó la iniciativa de dicha minuta de comunicación, y yo 
me tomé el atrevimiento de presentarla al Cuerpo, de modo de agilitar el proceso. Debo hacer esta 
aclaración porque cometí un doble atrevimiento: el primero fue con el propio Diputado Trobo, que 
redactó la minuta de comunicación, pero no es firmante de la misma; el segundo, con los compañeros 
de la Comisión, porque hice esta presentación utilizando la palabra y el acuerdo que existía en 
Comisión, pero sin haber hecho la formalidad debida en la Comisión. De cualquier modo, no nos 
arrepentimos del procedimiento; ¿por qué? Porque posibilita que hoy hayamos podido trabajar el 
tema y llegar a una aprobación. Mi intención es dejar constancia de cómo se dieron los hechos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la minuta de comunicación. 


(Se vota) 
——- Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Una de las condiciones que se estableció ese día fue que esto regiría para 
determinados vehículos y que debía haber un acuerdo en ese sentido. Esto no puede servir para 
importar cualquier vehículo, solo aquellos que se acuerde que sirven para el transporte seguro de los 
niños y que cumplan con todas las normas establecidas a ese respecto. No es una minuta para que se 
pueda traer cualquier vehículo; por ejemplo, una camioneta “Combi”; no. Tiene que tratarse de un 
vehículo adecuado que tenga las características acordadas. 


SEÑOR TROBO.- No quiero extenderme más en el análisis del tema, pero estuve leyendo rápidamente 
el proyecto de reglamentación del artículo 31 de la Ley N” 18.191 y advertí que lo que establece para 
los vehículos habilitados para el transporte escolar es que vengan de fábrica con ese uso específico. 
Además, se establecen plazos para que los que actualmente están trabajando se adapten a las nuevas 
condiciones, y si no lo hacen deberán importar nuevos vehículos. Entonces, seguramente, la decisión 
del Poder Ejecutivo de impulsar una exoneración va en línea convergente con este decreto, cuyo 
borrador nos han dejado en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agrego un comentario: el señor Pedro Apezteguía, del Ministerio de 
Economía y Finanzas, es un verdadero especialista en el tema y exhibe un dominio clarísimo de la 
materia. Creo que la iniciativa del Ministerio de Economía y Finanzas va a salvaguardar todas estas 
cuestiones. Nosotros debemos acelerar en todo lo posible este proceso, de modo de que la Cámara 
pueda cumplir con las formalidades del caso y el Ministerio pueda hacer lo suyo. 


Corresponde ahora designar al miembro informante. 


(Diálogos) 
——- Se ha propuesto al señor Diputado Domínguez. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Tres en cuatro: AFIRMATIVA. 


Ha quedado designado como miembro informante el señor Diputado Domínguez. 


(Ingresan a Sala representantes de la empresa Montecon S.A.) 


La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Representantes 
tiene el placer de recibir a los representantes de la empresa Montecon S.A., ingeniero Alejandro 
Gorostidi, Director Ejecutivo; Robin Cooper, Director, y Gonzalo López, Ejecutivo, y al doctor 
Gonzalo Lorenzo, asesor legal, quienes concurren en el día de hoy para dar su posición con respecto al 
proyecto de ley en discusión en el Parlamento, relativo a la construcción de una segunda terminal de 
contenedores en el Puerto de Montevideo. Les agradecemos su presencia aquí, con nosotros, y les 
pedimos disculpas por la demora en atenderlos; realmente, les hicimos perder la mañana de trabajo. 
Esperemos que la reunión sea de provecho. 


SEÑOR GOROSTIDI.- Es un placer estar nuevamente en esta Comisión. El año pasado tuvimos una 
fructífera instancia de intercambio, en la que anticipamos nuestra visión general sobre la nueva 
terminal de contenedores. Según consta en la última parte de la versión taquigráfica de aquella 
instancia, habíamos quedado en que, luego de que estuviese el proyecto sobre la mesa, vendríamos a 
dar nuestras opiniones al respecto. 


Hoy, que ya hay un proyecto de ley con media sanción, podemos hacer una evaluación más ajustada del 
impacto que podría tener y dar nuestro aporte desde el sector privado, como el operador de contenedores por 
excelencia del Puerto de Montevideo, el que desde 1984 ha estado moviendo contenedores y el que ha estado 
y sigue estando muy interesado en promover la nueva terminal, siendo un candidato natural a presentarse, por 
el interés que le genera ese proyecto. En el sector privado somos los que tenemos el mejor “know how” en 
cuanto a los costos operativos de este negocio y a los precios de mercado, porque nuestro trabajo diario es 
lograr satisfacer las necesidades de los clientes navieros internacionales y dar competitividad a las cadenas de 
comercio exterior. Eso es lo que queremos compartir con los señores Representantes en esta instancia. 


Creemos que, en cierta manera, el texto finalmente aprobado por el Senado está apartándose de aspectos 
básicos de regulación de la competencia en el sector, lo que nos preocupa, así como también es materia de 
preocupación cómo puede afectar la competitividad del Puerto de Montevideo. Pensamos que a nivel 
nacional hay un consenso bastante generalizado tanto político como en el sector privado acerca de los fines y 
objetivos que tendría esta nueva terminal de contenedores, que estarían relacionados con la intención de dar 
más competitividad al Puerto de Montevideo y al comercio exterior uruguayo, a la vez de asegurar la 
competencia. Sin embargo, advertimos que quedaron fijadas algunas reglas de notoria desigualdad en este 
marco de competencia. Por ejemplo, se estableció un canon variable que llega a ser el doble del que paga la 
actual terminal por los contenedores de cuarenta pies. 


En cierta medida, el proyecto también fija otra variable de la ecuación, la de los cánones, a pesar de que hay 
otra ecuación fundamental, que tiene que ver con el monto de inversión de obra civil que, hasta que no haya 
un proyecto ajustado y definido, no puede determinarse. Entonces, si fijamos por ley esta variable de canon, 
después no tenemos cómo hacer un ajuste para que la ecuación cierre, porque luego no se puede construir 
medio muelle o media terminal. De modo que, así como en la anterior oportunidad planteamos nuestra 
preocupación por el tema de la localización, decimos que sigue habiendo una indefinición en cuanto a cuál va 
a ser el proyecto de localización o, por lo menos, el anteproyecto técnico, porque hay que considerar que 
cuando uno hace los llamados de precios a las empresas constructoras siempre hay márgenes de sorpresa. Lo 
digo porque le pasó recientemente a la ANP con el muelle “C”, y aunque al final lograron negociar y 
encaminar las cosas, hablamos de casi un 60% de aumento con respecto al monto de gasto originalmente 
previsto. Además, en estos días hubo noticias muy frescas con respecto a una obra de gran envergadura, 
como es la ampliación del Canal de Panamá; hablamos de miles de millones de dólares. La cuestión es que 
probablemente se retrasen todas las obras porque surgió una diferencia del 35% entre los costos previstos y 
los que las empresas constructoras cotizan. Quiere decir que lo normal en este tipo de obras portuarias y 
civiles es encontrarse con este tipo de sorpresas en los costos. Sin embargo, esto no está considerado y se está 
cristalizando, petrificando, el monto de un canon en dólares. Y en cierta manera proyectamos los volúmenes 
que sería dable pensar que podría potencialmente llegar a manejar una terminal de este tipo y los costos que 
hoy más o menos se pueden proyectar de cómo impactaría el canon fijo, el canon variable y el estimado 
inicial. El miembro informante de la Comisión del Senado, en el cierre de la discusión antes de la aprobación 
del proyecto de ley, mencionó una cifra informada por la Administración Nacional de Puertos de 


US$ 266:000.000. Es lo único que sabemos en cuanto al proyecto y en cuanto a una cuantificación del monto 
del proyecto. Con esos números nosotros proyectamos. 


En nuestra comparecencia anterior, alguno de los miembros de la Comisión nos hacía la precisión de que en 
realidad el precio lo determinaba el mercado más que el tema de la tarifa que uno podría tener en la estructura 
de costos. No es tan fácil como pensar que luego de construida se aplica un margen y se vende el servicio 
pues este tiene un tope que lo da el mercado, que es lo que paga el mercado por el servicio. 


En estas proyecciones de la estructura de costos estaríamos llegando a costos por contenedor superiores a lo 
que son los precios de venta en el mercado para movimientos de trasbordo, que es lo que queremos lograr 
captar. Y es el tráfico más volátil que por medio centavo de dólar o por un dólar se va. No debemos olvidar 
que en realidad cuando hablamos de trasbordo de cargas del sur de Argentina ese contenedor se mueve en el 
puerto de Montevideo cuatro veces: dos veces vacío y dos veces lleno. Y en el puerto del sur de Argentina 
tuvo dos movimientos más. El contenedor vacío que se originó en Europa se movió una vez y se cargó en 
Europa y después vuelve lleno y se descarga en destino, así que estamos hablando de siete movimientos. 
Esos trasbordos vienen a Montevideo y los captamos porque les agregamos valor, porque les damos valor 
agregado, y no porque les agregamos costos. Y no van a venir a donar dinero o a encarecer su cadena de 
costos pagando precios desorbitados. 


En el repartido que les entregamos figura una cuantificación que surge del ejercicio muy básico de proyectar. 
Allí figura un período de concesión de treinta años de la terminal actual, de 2002 a 2031. En el caso de la 
nueva terminal estaríamos hablando desde 2012 a 2041. Son treinta años desfasados diez años en el tiempo, 
con veinte años de solape en que competirían. 


Allí figura la proyección de los contenedores a movilizar teniendo en cuenta las capacidades estimadas para 
la terminal actual y su ampliación, lo que inicialmente se conversa que sería el inicial de una nueva terminal, 
dos muelles y las áreas de respaldo. Durante los treinta años se movilizarían 11:875.000 contenedores en la 
terminal actual y 11:871.000 en la otra terminal, en momentos temporales distintos pero en ese período de 
treinta años. 


En cuanto a las obras recibidas por parte de la Administración Nacional de Puertos, la terminal actual recibió 
al tomar la concesión un muelle y 8,5 hectáreas; la nueva terminal no recibiría ningún muelle ni ninguna 
hectárea. En realidad, no se le está concesionando una infraestructura construida sino un espacio donde 
construir, un álveo en la bahía y la posibilidad de operar en esa bahía tan fantástica. Pero la obra es por 
cuenta del concesionario. Las obligaciones de obras a construir en la terminal actual fueron de un muelle y 
13,2 hectáreas, lo que se hizo a los ocho años de haber iniciado la concesión. En el caso de la nueva terminal 
serían 2 muelles y 24 hectáreas de relleno, pero tendría que ser desde el inicio, desde el momento cero porque 
no recibe nada de donde operar. O sea que en los tres primeros años estaría ya con la concesión sin poder 
operar y sin tener un flujo de caja de ingreso de negocios; estaría solamente haciendo la inversión en el 
momento cero del proyecto. 


También se genera una comparación entre la terminal actual y la nueva terminal, ajustada con los datos 
nuevos incorporados en el proyecto de ley. 


En cuanto a las inversiones en obra civil, sabemos que la terminal actual hizo un pago inicial para entrar a la 
concesión de US$ 17:000.000 según su página web las inversiones en obra civil fueron de US$ 110:000.000, 
lo que nos da un subtotal de US$ 127:000.000. Por otro lado, la nueva terminal en principio no tendría un 
pago inicial y tampoco recibe nada a cambio, pero sí tiene que hacer una inversión en obra civil desde el 
inicio. En forma conservadora ponemos US$ 266:000.000, cifra que el miembro informante del Senado 
manejó que se la habrían aportado por parte de la autoridad portuaria. Por ello aquí figura un total de 

US$ 266:000.000. La diferencia entre una terminal y la otra, lo que llamamos inequidad competitiva en 
cuanto a marco de competencia, es que la nueva terminal tendría que invertir US$ 139:000.000 más que la 
terminal actual. Cuando pasamos esta cifra a los volúmenes de contenedores que habíamos visto para cada 
uno de los dos proyectos, nos da un subtotal, un costo por contenedor en cuanto a obras civiles para la 
terminal actual de US$ 10,70, mientras que la nueva tendría un costo de US$ 22,41. Eso nos da un 
sobrecosto, una desigualdad, una inequidad competitiva en contra de la nueva terminal de US$ 11,71. 


SEÑOR BOTANA.- ¿Eso respecto de la inversión inicial? 


SEÑOR GOROSTIDI.- Eso solo de la inversión inicial en obra civil. 
SEÑOR BOTANA.- Sería el costo de la inversión por los contenedores estimados. 


SEÑOR GOROSTIDI.- Acá estamos hablando solo de obra civil; son US$ 266:000.000 en la nueva 
terminal. Nada más. No estamos hablando de grúas, de equipamiento de superestructura, que son 
decenas de millones de dólares más. Se refiere solo a la obra civil. 


SEÑOR BOTANA.- ¿Son US$ 110:000.000 dividido US$ 11:875.000? 


SEÑOR GOROSTIDI.- Sumamos los US$ 17:000.000 más los US$ 110:000.000 que nos da 
US$ 127:000.000; esta cifra dividida los 11:875.000 contenedores que habría a lo largo de los treinta 
años nos da esa cifra de US$ 10,70 por contenedor. Cuando hacemos ese mismo ejercicio para el caso 
de la nueva terminal, nos da US$ 22,41, es decir, un sobrecosto de US$ 11.71. 


SEÑOR BOTANA.- Sin el costo financiero. 


SEÑOR GOROSTIDI.- Efectivamente. Hicimos un cálculo conservador, sin valores de tiempo del 
dinero como decíamos, uno fue a los ocho años y otro fue al momento cero, sin castigarlo por ese lado, 
sin pensar que después nos vamos a llevar una sorpresa de como mínimo un 35% con este monto de 
US$ 266:000.000. 


SEÑOR BOTANA.- Voy a proponer que se incluya este material en la versión taquigráfica. 


SEÑOR GOROSTIDI.- Cuando el proyecto de ley inicial llegó del Poder Ejecutivo, se le dio ingreso al 
Poder Legislativo y se empezó a tratar, el elemento por el que se iba a competir en la subasta iba a ser 
el monto del canon fijo anual. Entonces, era una variable desconocida por lo menos hasta el momento 
en que comparecimos a la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado, antes de la media 
sanción. En realidad hoy ya tenemos un mínimo fijado porque, tal como salió el texto, el monto mínimo 
que se oferte sería el piso, es decir que el piso para ofertar en la subasta sería ese millón doscientos. 


Entonces, en cuanto al canon anual fijo, tenemos US$ 36:000.000 para la nueva terminal y la terminal actual 
no lo tiene. Ello da otra diferencia en cuanto a costo por contenedor de US$ 3,04. Esto es lo que no cambió 
en el proyecto desde que ingresó al Poder Legislativo y salió del plenario del Senado. Inicialmente, cuando 
entró, se decía que iba a ser un canon de US$ 12 por TEU, y nosotros decimos que para el caso de un 
contenedor de 40 es el doble de lo que paga la terminal actual. Como hay una tasa, una ratio, de 1,7 
contenedores, lo que tenemos si lo llevamos a comparar peras con peras es que la terminal actual paga 

US$ 12,21 por contenedor y la nueva terminal pagaría US$ 20,39 por contenedor, como canon variable. Ello 
da una diferencia de US$ 8,18. Cuando vemos en su conjunto todo esto, y lo sumamos, nos da por concepto 
de obra civil y canon variable canon fijo no tiene la actual terminal concesionada un total de 

US$ 272:000.000 y US$ 544:000.000 la nueva terminal. En el cuadro queda simétrico porque la diferencia es 
exactamente el doble; el sobrecosto de inequidad competitiva es exactamente el doble, US$ 272:000.000 
más. Cuando llevamos esta cifra a contenedores, estamos hablando de una estructura de costos por 
contenedor en la terminal actual de casi US$ 23 y que la nueva terminal tendría una estructura de costos de 
casi US$ 46. Es decir que la desigualdad competitiva, la inequidad, el sobrecosto que tendría que cargar de 
más en la mochila esta nueva terminal sería de US$ 23 por contenedor, que es una cifra muy importante. 


SEÑOR BOTANA.- ¿De dónde salen los US$ 36:000.000 de inversión en la nueva terminal? 


SEÑOR GOROSTIDI.- Surge de la cifra del millón doscientos que está fijada en el proyecto de ley 
como mínimo de la oferta. 


(Interrupción del señor Representante Botana) 


O sea, con un millón doscientos, si se subastara y saliera con el mínimo y la obra civil costara 
exactamente esos US$ 266:000.000, esta sería la situación. Cualquier variación de un dólar más que se 
oferte en la subasta o cualquier variación de sorpresa que haya en la obra civil significaría que esto 
empeoraría aún más. 


Cuando lo vemos en costos por contenedor que es el gráfico siguiente; el otro es el cuadro de donde surge 
esto; lo hicimos para seguir el razonamiento con ustedes; dicen que a veces una imagen vale más que mil 
palabras, estamos hablando de una inequidad mínima decimos “mínima” porque será siempre y cuando la 
obra civil salga eso y que no se oferte un dólar más que el mínimo de la subasta de un ciento por ciento. 
Estamos hablando de una cifra en el entorno de los US$ 46 por contenedor, cuando en la terminal actual, que 
sería el principal competidor en el mismo sector Puerto de Montevideo, terminal de contenedores, el Estado 
regulando la actividad; en otros sectores, en lo que refiere a comunicaciones, energía, infraestructura, 
normalmente se intenta generar un marco de razonable igualdad en la regulación de la competencia, 
considerando que las situaciones no son idénticas, los costos están en el entorno de los US$ 23 por 
contenedor. Acá vemos que estamos exactamente en el doble: por todo concepto, los costos de la terminal 
actual están en el entorno de los US$ 23 por contenedor, cuando el otro, como mínimo, va a ser de US$ 46, y 
de ahí en más, llegando a cifras que no sabemos a cuánto pueden ascender. 


Aclaro que acá no están consideradas las inversiones en lo que llamamos superestructuras portuarias, 
equipamiento. Las grúas pórtico salen decenas de millones de dólares; también se deben tener en cuenta los 
equipos de patio, la tecnología, los sistemas, los costos operativos, el combustible, la energía eléctrica, los 
salarios. Todo eso sigue contribuyendo a elevar el costo por contenedor movido y ahí es donde yo digo que 
esto es paradójico porque si queremos generar competitividad y competencia con este proyecto, de arranque 
ya estamos generando una estructura proyectada de costos que estaría por arriba de lo que son los precios de 
venta de estos servicios para trasbordos en la región. Entonces, no le vamos a vender servicios a nadie. 
MONTECON, que probablemente es la que tiene más chance de ganar... 


SEÑOR TROBO.- Pero si la ley establece un costo que no da para el negocio, nadie se va a presentar a 
la licitación. 


SEÑOR GOROSTIDI.- Puede ocurrir que sea un fracaso porque no se presente nadie, porque quede 
desierta, pero también hay dos escenarios más. Este es un escenario de costos que no refleja solo lo que 
es el interés particular de MONTECON como operador; los costos de operación de contenedores son 
conocidos en el mundo, se pueden validar; hay grandes empresas operadoras de contenedores que, 
inclusive, publican sus balances y sus estados de resultados porque cotizan en bolsa y podemos llegar a 
saber cuáles son sus estructuras de costos. Se trata de información fácilmente contrastable. A cualquier 
operador de contenedores que efectivamente quiera prestar un servicio competitivo en la región para 
traer trasbordos, estos números no le cierran; no se presentarían a un proceso de subasta como este, y 
la subasta sería un fracaso. 


SEÑOR MAHÍA.- Disculpe, pero para hacer un hilo de razonamiento entre el inicio de la presentación 
de ustedes y las gráficas aquí presentadas: ustedes entienden que la situación regional y la proyección 
del puerto en sí mismo permitiría o habilitaría una eventual futura terminal de contenedores; al mismo 
tiempo, en conocimiento de la actual propuesta, sostienen que las bases presentadas harían inviable 
que se presente alguien o extremadamente dificultosa la posibilidad real de competir a partir de los 
costos proyectados en función del proyecto de ley con media sanción en el Senado. Quiero saber si estos 
dos aspectos que he sintetizado son los que se han sostenido. 


SEÑOR GOROSTIDI.- Es correcto. El volumen, el mercado potencial para captar está ahí; ya hemos 
estado logrando captarlo. El trasbordo para el Puerto de Montevideo es muy importante. Durante la 
década de los noventa, luego de la reforma portuaria y demás, el trasbordo empezó a tener una 
participación hasta del 23% o 25% de los movimientos. Después de 2002 o 2003, cuando MONTECON 
incorpora más grúas móviles que permiten hacer más movimientos de contenedores en el Puerto por lo 
que decimos que hemos garantizado la operatividad del Puerto de Montevideo, saltamos a 
participaciones de los trasbordos de un 45% contra 2003-2004, luego de un 54% y hoy ya estamos en el 
60%. Y la tasa de crecimiento es diferencial de lo que es el crecimiento del comercio exterior uruguayo 
que está relacionado con el tamaño de nuestro mercado y la tasa de crecimiento de los trasbordos. Si 


hacemos una serie histórica de los últimos quince años, mientras el promedio del tráfico nacional de 
importación-exportación creció un 9%, el trasbordo lo hizo en un 22%. Entonces, hay un mercado 
potencial muy atractivo e interesante para atraer y captar, pero para eso hay que llegar a un precio 
que lo pueda atraer y captar. Y nosotros sabemos cuáles son esos precios porque los captamos. Al año 
móvil cerrado al 31 de mayo, MONTECON, en todo el escenario mundial y nacional de crisis y de baja 
del comercio exterior, de movimientos de exportación e importación, ha logrado hacer crecer los 
trasbordos en un 70%. Nosotros sabemos lo que se paga por esto, cómo se capta, el servicio que hay 
que prestar a los clientes y a qué precios para atraerlos. Porque ese es otro negocio. Por eso nuestra 
preocupación cuando vemos para donde va esto. 


Con relación a la segunda parte de la pregunta, en cuanto al mercado potencial y qué pasaría con la subasta, 
el señor Diputado Trobo decía que iríamos al fracaso. Es así, pero yo haría una salvedad, porque tenemos 
varios escenarios. Como decía, a un operador neutro que venga a hacer el negocio de operación de 
terminales, no le van a cerrar los números y no se va a presentar. [Pero hay otros escenarios. Para un armador, 
la ecuación es distinta. Entonces, eventualmente, a una naviera para la que el centro del negocio no está en el 
desarrollo del puerto, sino en la ecuación de costos de los buques, si quiere tomar el puerto para sí lo cual, 
precisamente, nos espantaría otras líneas marítimas y disminuyendo las posibilidades de elección de líneas 
marítimas al comercio exterior uruguayo, capaz que le cierran los números. Nosotros conocemos los números 
de la operación portuaria. Podemos compartir números de las grandes operadoras portuarias del mundo, 
como Hutchison Port, ICSI, APT Terminals; se sabe cuáles son los ingresos y las ganancias de estas empresas 
por contenedor. Precisamente, cuando comparamos con estos datos, vemos que la estructura de costos es más 
alta. La otra opción de una naviera sería la que se da en Latinoamérica, donde lamentablemente hay una gran 
experiencia al respecto. Me refiero a empresas que se presentan a licitaciones públicas malintencionadamente 
para no cumplir con las condiciones y después cambiarlas. Después, como no cierran los números y ya tienen 
la concesión, y como los Gobiernos ceden, por el temor de espantar la inversión, se cambian las condiciones. 
Nosotros queremos cumplir a rajatabla con todas las condiciones establecidas en las licitaciones a las que nos 
presentemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, el señor Diputado Trobo ha pedido la palabra. Disculpen la 
interrupción, pero creo que esta mecánica de trabajo es la mejor. 


SEÑOR TROBO.- Yo no sé si es la mejor, pero voy a hacer una pregunta que en este momento me 
parece interesante, por lo menos para mi conocimiento. 


He seguido el proceso del Senado, y debo decir que me extrañó mucho que en determinado momento 
apareciera el tema del canon y se lo pretendiera incluir en la ley. He leído al respecto pero, en realidad, con lo 
que uno lee no puede conocer por qué se fijaron algunos precios y por qué no otros. Además, creo que el 
tema terminó resolviéndose en la discusión en el Senado; por lo menos, allí se incluyeron algunas cuestiones. 
Quiere decir que en esta circunstancia de precios o de valores respecto de las operaciones, pueden ocurrir dos 
cosas. Por un lado, puede suceder que obviamente haya una preferencia por el operador ya establecido, que 
tendrá una exigencia menor en materia de precios; podría ser que esa fuera una consecuencia. La otra es que 
la diferencia en más que hay que asumir o que alguien tiene que licuar obviamente se puede licuar en una 
economía de escala mayor que la que opera en el Puerto, por ejemplo, la de quien toma operaciones en el 
Puerto o la de quien pide servicios al Puerto. Cuando decimos esto estamos preguntando si puede haber 
empresas armadoras de la región que por el volumen de su negocio estén en condiciones de absorber esa 
diferencia y, por tanto, desde ya excluir a cualquier otro en la licitación o en el llamado. Digo esto porque me 
extraña que la ley prohíba que sean accionistas los que actualmente tienen operación o playa de contenedores 
y no prohíba que sean armadores, cuando el negocio de los armadores es transportar la carga y el negocio de 
los operadores de playa de contenedores es levantar y poner contenedores y mantenerlos. Entonces ¿esa 
diferencia puede ser amortizada por un armador que tenga mucho volumen? 


SEÑOR GOROSTIDI.- Efectivamente, ese era el segundo escenario que planteaba. El primero era que 
no se presentara ningún operador y el segundo iba en ese sentido, es decir, el de alguna naviera de gran 
volumen para la cual la ecuación y el negocio es otro. En comparaciones anteriores hablábamos ya de 
esto. Hay suficiente material escrito en el repartido que les acercamos hay referencias bibliográficas al 
respecto sobre política portuaria, economía marítima portuaria, y cómo regular la competencia en el 
sector portuario; hay publicaciones a nivel del Banco Mundial y otras instituciones. Y si consideramos 


el estado que encontramos hoy en el Puerto de Montevideo, la forma de regular la competencia en el 
mercado sería, precisamente, dos terminales de contenedores que garanticen la libre elección a las 
líneas marítimas. Deberían ser dos operadores neutros que compitan entre sí y que al resto de las líneas 
marítimas les den la garantía de saber que tienen una u otra opción. Si después de estas dos, como 
tercera aparece una naviera, no habría problema porque la competencia está garantizada por esas dos. 
En Buenos Aires hay navieras que tienen terminal, pero hay tres que son operadores neutros. 
Entonces, el hecho de que una naviera tenga terminal no afecta la competencia, porque hay tres que al 
resto de las líneas marítimas, al resto del universo marítimo, le garantizan la competencia. De manera 
que el hecho de que la cuarta sea una naviera no ofrece obstáculos en cuanto a la regulación de la 
competencia. 


En el estadio de desarrollo en que estamos en Uruguay en materia de terminales de contenedores, en el 
estadio de desarrollo portuario, con una sola terminal especializada, si la segunda quedara en manos de una 
naviera, ello atentaría contra la competencia y la competitividad del comercio exterior uruguayo. 


No sé sí con esto contesto la pregunta del señor Diputado Trobo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De cualquier modo, según los números que se manejaron, US$ 23 y US$ 47, 
ni siquiera sería conveniente para alguien que tuviera contenedores, porque tiene que hacer la terminal 
y ya tiene US$ 20 de costo por eso, más otros US$ 20. 


Tenemos US$ 22,41 por contenedor por la obra civil, más US$ 20 de costo variable. Este costo variable 
quizás podría bajar, pero nunca alcanzaría los US$ 23 del operador actual. 


SEÑOR GORISTIDI.- Es correcto. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Hemos venido siguiendo la preocupación de la delegación que hoy nos visita. 
Creo que se ha caminado mucho en estas cuestiones algunos podemos tener menor o mayor 
información al respecto, pero creo que van quedando los problemas más serios. Por ejemplo, en el caso 
de nuestra bancada tenemos coincidencias con lo que señala la delegación en cuanto a que una segunda 
terminal es necesaria. En cambio, con la otra delegación que atendimos anteriormente la situación se 
dio al revés, es decir, no hay acuerdo. Aparecen algunas inequidades que seguramente hacen al propio 
fundamento de tener esa segunda terminal. No veo que se haya resuelto o por lo menos no tengo 
información que me haya satisfecho el problema de los gastos que tendrá el Estado. De ahí el costo del 
canon variable. En realidad, según las paramétricas que se manejan o a las que he podido acceder 
porque por lo menos a mí no me han enviado formalmente los números exactos, el dragado y su 
mantenimiento implican un costo muy alto. Se habla de US$ 40:000.000 al arrancar y alrededor de 
US$ 8:000.000 o US$ 9:000.000 anuales. Tal vez, con el canon fijo se podrían equilibrar las ganancias. 
Además, según lo que se habló acá, 12,3 va a ser un piso; de manera que puede ser más alto. Y va a ser 
por TEU, no por caja, que es lo que actualmente hace TCP. 


Entonces, creo que ahí hay un inconveniente serio de rentabilidad, salvo que haya otro enfoque con respecto 
al dragado. De lo contrario, es casi imposible que nos planteemos al menos quienes estamos dispuestos a que 
esta terminal se realice renunciar a esos costos, por lo menos teniendo en cuenta los números presentados. 


¡SEÑOR GOROSTIDI.- MONTECON S.A. presentó una iniciativa privada de concesión de obra pública 
para hacer una nueva terminal de contenedores en el año 2006. Luego de eso también siguió trabajando y 
aportando a la Administración Nacional de Puertos elementos en distintos proyectos de prefactibilidad que 
nosotros evaluamos en distintas localizaciones posibles, teniendo en cuenta no solo la optimización del costo 
de la obra civil de la terminal en sí misma, sino también aspectos como el dragado. Como hoy no hay un 
proyecto sobre el que estemos discutiendo, esos elementos de dragado escapan a saber qué son. De todas 
formas, en términos genéricos, sí tengo algunos elementos para aportar en cuanto a las inquietudes del señor 
Representante. 


Cuando hablamos de la necesidad de aumentar el dragado para el puerto, no nos referimos solamente a la 
nueva terminal, porque si queremos llegar a catorce metros de ellos se va a beneficiar el muelle nuevo que 
está haciendo la terminal actual y el muelle “C” previsto por la autoridad portuaria. Además, hay un proyecto 


aprobado, relativo a muelles de penco, para productos forestales y otro de OBRINEL S.A.; y estamos 
hablando de que todos tendrían muelles a mayor dragado. Para calcular ese costo de dragado, para esas 
dársenas y demás, hay que ver cómo están haciendo la “location” y amortizando ese costo de dragado. No sea 
que quieran matar a la gallina de los huevos de oro e imputarle todos los costos de dragado solo a este 
proyecto, porque entonces lo hacen inviable y no puede nacer. Lo lógico es que si todo el tráfico del Puerto 
de Montevideo se va a beneficiar de ese mayor dragado como por ejemplo para Buenos Aires se paga un 
peaje por los altísimos costos de dragado que tienen en sus doscientos kilómetros, todo buque que se 
beneficie y pueda venir con más carga y calar más por ese mayor dragado aporte su cuota parte a ese costo de 
dragado. Lo que yo no sé es si el error no viene por intentar, con un muelle solo o a dos, amortizar toda la 
obra. 


En lo que hace al frente de atraque propio de la terminal, nosotros siempre pensamos porque desde el inicio 
consideramos que íbamos a estar hablando de un marco de razonable equidad que si fuese en condiciones 
semejantes a la terminal actual el dragado de la franja o faja de cincuenta metros de ancho a lo largo del 
atraque es a cargo del concesionario. Y eso estaría incorporado dentro de los costos de inversión del propio 
concesionario, lo que hace sentido en los números de más de una alternativa de localización y proyecto, pero 
no sabemos de cuál se está hablando. El resto del dragado es el de los canales de acceso y dársenas, y eso es 
lo que debería prorratearse entre todos los tráficos beneficiados. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- ¿Y se podría bajar? 


SEÑOR GOROSTIDI.- Tal vez lo que el Estado piense es cómo recupera ese dragado. Pero quizás no 
lo deba recuperar solo de aquí sino tenga que prorratear la cuota parte entre los distintos tráficos y allí 
no estemos en el problema de que no le cierren los números al Estado. Porque, ¿qué gastos hace el 
Estado si, en realidad, está dando agua y la obra civil la está haciendo el concesionario? 


SEÑOR LORENZO.- Ese es otro elemento que nosotros observamos en el proyecto de ley con media 
sanción, y es que no hay una ubicación de la terminal. Obviamente, eso impide realizar los cálculos de 
inversión y, naturalmente, estos otros costos de manera adecuada, aunque hay algún parámetro. 
Cuando se habla de dragado y se dice que es una de las preocupaciones de la Administración, ¿de qué 
dragado estamos hablando? ¿hacia dónde y hasta dónde? Esa es una dificultad. De alguna manera el 
precio mínimo ya está prefijado por ley del que no se puede apartar la reglamentación de ninguna 
manera, pero todo lo demás, es decir el costo del proyecto, no está en la ley. Es decir que no solo hay 
una dificultad verdadera, material, para el cálculo de inversiones y, por supuesto, rentabilidad y 
retorno, sino que hay una inseguridad jurídica importante en este momento, hasta que aparezca la 
reglamentación. 


Ya que me refería al tema de la reglamentación, si se me permite quiero decir que el otro punto es el de la 
precalificación. El proyecto de ley prevé que la calificación de los oferentes sea a posteriori de la subasta. Ese 
es un problema importante porque si bien, en teoría, la reglamentación podría prever un sistema por el cual 
obviamente debemos ser honestos intelectualmente la calificación del oferente se haga inmediatamente a la 
subasta, sin que haya tiempo para salir por ahí a volantear la concesión o el boleto de remate, en la práctica 
eso es muy difícil, porque tiene que haber algún plazo mínimo para quien compró en el remate, a fin de poder 
acreditar todos esos elementos. Esa no solo es una diferencia importante con el proceso que se realizó en la 
terminal anterior, donde los requisitos ya estaban establecidos de antemano solamente podían pujar quienes 
ya tuvieran esas condiciones, sino que realmente puede darse lugar a especulaciones, a que concurran 
personas que pretendan especular con el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted dice que las empresas que constituirían la sociedad, a las que se 
refiere el artículo 8”, no serían necesariamente presentadas en el momento inicial? Porque, obviamente, 
al presentarse a la subasta los integrantes no pueden cambiar su balance, si son los mismos en el final. 


SEÑOR LORENZO.- Lo que expresa el proyecto en su artículo 7” aunque siempre se dice que “Hecha 
la ley, hecha la trampa” y en eso tenemos que ser cuidadosos, es que “Una vez finalizado el acto de 
subasta del paquete accionario a que refiere el artículo 5” de la presente ley, el adjudicatario de las 
acciones deberá proporcionar su identidad y demás datos de identificación, así como presentar los 
recaudos que establezca la reglamentación”. Hasta ahí no habría problema porque, naturalmente, uno 


no se identifica antes de ir al remate sino que remata y enseguida se identifica. Pero el artículo 8” dice 
que “Cumplido el acto de subasta del paquete accionario el adjudicatario deberá, en los plazos y 
condiciones que establezca la reglamentación de esta ley:” eso lo deja libre a la reglamentación “a) 
Constituir las garantías (...).- b) Demostrar que más del 50% (cincuenta por ciento) del paquete 
accionario pertenece a un operador especializado (...)”, etcétera, y “c) Realizar y acreditar ante las 
autoridades competentes la suscripción e integración del 100% (cien por ciento) del capital 
contractual”. El punto b) es en el que quizás admita que si la reglamentación no busca algún sistema 
para que eso se haga de inmediato a la subasta, esta se desnaturalice. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En esta fórmula ese sistema no puede existir? O es previo o, si no, nadie 
puede dar, porque ninguna compañía va a autorizar a otra a participar de una subasta de modo 
indeterminado, con una oferta determinada. Por lo tanto, las sociedades que pueden participar se 
deben integrar, juzgar y calificar antes o, si no, comparto que hay que dar un plazo y va a haber una 
posterior negociación. Es obvio, porque si los montos son indeterminados sucederá así. 


SEÑOR LORENZO.- Naturalmente habrá precompromisos antes de ir a una subasta. Lo que yo dije 
fue figurativo, porque nadie va a ir a una subasta a comprometerse a un precio para después salir a 
vender, pero es un problema y, además, va a ser un inconveniente para la reglamentación. Descartamos 
que se va a tratar de evitar todo esto, pero va a ser un problema para quien lo tenga que reglamentar. 


SEÑOR GOROSTIDI.- Dentro de la tercera opción que decía está la de algún oportunista mal 
intencionado. En realidad, alguien que le pueda servir presentarse, ganar y que no pase nada para 
retrasar el crecimiento del Puerto de Montevideo, y que luego diga: “Ah, el precompromiso se me 
cayó”, en el medio, nos hace perder más años para concretar la nueva terminal de contenedores. Hay 
que ver si tal vez hay una garantía para poder ir a la subasta. Quizás hay que hacer los números y ver 
cuánto gana de plata y cuánto puso de garantía. Tal vez gana más plata retardando el crecimiento del 
Puerto de Montevideo que perdiendo la garantía. Con lo cual lo de la precalificación o poscalificación, 
a nuestro juicio, también puede llegar a ser un elemento importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted afirmó que no hay proyecto ni localización. ¿Es así? 


SEÑOR GOROSTIDI.- Correcto. Que nosotros sepamos, no hay un proyecto ejecutivo, anteproyecto 
con una localización determinada, un plano básico, unos perfiles que nos permitan tirar números un 
poco más certeros. Por eso hablamos de una variable indeterminada de la ecuación que tiene mucho 
peso y nos preocupa. Acá estamos fijando otra variable como el canon con mucho peso y, después, 
¿cómo ajustamos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay otro tema que me preocupa. 


Este canon está fijado en dólares de modo indefinido, lo cual tiene dos inconvenientes. Uno de ellos es la 
imposibilidad del país de manejar la moneda. Al estar fijado en dólares el país tendría que estar 
preocupándose del tipo de cambio por la cuestión portuaria. 


El otro, obviamente, es el costo rígido en una actividad que si tiene progreso tecnológico y viene agregando 
tamaño, se supone que debe ir bajando el costo por unidad. Supongo que en estos últimos treinta años debe 
haber bajado significativamente. Si fuera posible, me gustaría tener alguna ilustración de cómo se ha 
producido la baja, al menos de estos últimos diez o quince años del costo de operación de un contenedor o de 
un TEU, porque creo que pasa a ser un dato importante. Si nosotros imponemos un costo fijo en el largo 
plazo podemos estar afectando la posibilidad de competir del país. Creo que es un dato que la Comisión 
debería tener arriba de la mesa. 


Seguramente, por el análisis de este proyecto vamos a llamar al señor Puntigliano, al Presidente de la ANP y 
al señor Ministro, y a munirnos de los estudios que ellos tengan. En su momento, ustedes ofrecieron datos 
acerca de costos de operación. Si los tuvieran, sería importante que nos lo permitieran conocer. 


SEÑOR GOROSTIDI.- Dando respuesta y anticipando parte de esos elementos, estamos hablando de 
que en una terminal el costo por contenedor es de US$ 23 y de US$ 46 la otra, o sea que hay US$ 23 de 
diferencia. Uno de repente dice que no es tanto. 


Precisamente en las economías de escala cuanto mayor es el volumen obviamente se generan mayores 
economías de escala y se puede ser más eficiente en los costos. 


Operadoras de nivel mundial de contenedores con volúmenes anuales en el entorno de los 50:000.000 de 
TEU, operadoras globales con ese nivel de operación tienen ganancias de entre US$ 10 y US$ 30 por 
contenedor. Si decimos que una terminal con respecto a la otra tiene US$ 23 de sobrecosto, comparemos. 
Probablemente en Montevideo no vamos a manejar esos volúmenes anuales de 50:000.000 de TEU. 


Estos números hay que hacerlos con cuidado, sabiendo del negocio, asesorándose muy bien precisamente 
antes de que, en forma involuntaria, se cometan errores. Descuento que es totalmente lo opuesto de la 
intención del legislador, porque lo que más o menos surge del consenso general es que esto es para apostar a 
que el puerto crezca, a que tenga más competitividad, a que haya más competencia. Entonces, doy por 
descontado que generar esto no es a propósito. Pero, obviamente, cuando uno lo baja al mundo de la realidad, 
al mundo de los negocios y al costeo, dan estos números que preocupan. 


SEÑOR COOPER.- Para resumir la discusión quisiera decir dos o tres cosas. 


En primer lugar, el Poder Ejecutivo, a través de la ANP, del Ministro y, a mi entender, del señor Presidente 
Vázquez, entiende que una segunda terminal de contenedores debe ser licitada y construida en el Puerto de 
Montevideo. Que yo sepa, salvo una excepción que ustedes conocen hoy, la unanimidad de la comunidad 
portuaria también está de acuerdo con que haya una segunda terminal de contenedores. Y creo que los 
legisladores, sean Diputados o Senadores, todos piensan lo mismo, no importa el partido del cual sean 
miembros. Como dije, todos estamos en el mismo barco, salvo un operador que, además, su opinión es 
parcial; así que hay que tener cuidado con eso y estoy seguro de que ustedes van a tomarnos en cuenta con 
respecto a eso. 


La conclusión general que tratamos de hacer hoy es que esta licitación, como está, con media sanción del 
Senado, va al fracaso por los costos que ha explicitado el ingeniero Gorostidi. Hay unos sobrecostos aparte 
de los costos de infraestructura, que se asumen. Hay una diferencia en costos de infraestructura; unos 

US$ 156:000.000, entre US$ 110:000.000 y US$ 266:000.000. Eso se absorbe en la operativa, no debemos 
considerar tanto esa posibilidad; el tema es el canon variable; el día a día de la operativa es lo que va a matar 
esta licitación. Si se impone en la ley este mínimo, de acuerdo con como está armado que es el mínimo del 
remate US$ 1:200.000 dividido entre US$ 100.000 hoy daría US$ 12. Acuérdense de cuánto fue el remate de 
la primera terminal: cerca de US$ 17:000.000; eso traduciría que el costo variable fuera US$ 170 por 
contenedor. Imposible tener un remate por esta terminal que salga US$ 1 más que US$ 1:200.000, salvo lo 
que explicaba antes: que un armador con sus propios costos y su propio mercado cautivo sepa que va a traer 
un millón de contenedores a su terminal, eso lo enjuaga dentro de sus números grandes y dentro de su 
estrategia mundial, y eso le sirve. Pero eso no sería lo que quiere el Puerto de Montevideo, el Poder 
Ejecutivo, el legislador ni la comunidad portuaria en su vasta mayoría. Queremos que por lo menos haya dos 
empresas operando en igualdad de condiciones para poder dar la competencia que toda actividad privada 
brinda a un país en mejoramiento de servicios y costos. Es bien sabido eso en cualquier actividad: cuando 
hay competencia las cosas van mejor, salvo en contadas áreas que el Gobierno se reserva para sí mismo. 


SEÑOR TROBO.- Yo siempre he sostenido el criterio de que no es necesario una ley para esto. Creo 
que hoy confirmo que no solamente es innecesaria sino que puede ser dañina porque, de hecho, en esta 
ley hay cuestiones que van en una dirección que parece increíble, como es la que eventualmente no se 
pueda llevar a la práctica el propósito de la segunda terminal de contenedores. Es una opinión muy 
personal. Creo que esto es un pantano y es por haber enviado un proyecto al Parlamento, porque aquí 
hay cosas que son de reglamentación y no de ley. 


Voy a plantear dos inquietudes. 


En primer lugar, ustedes entienden que así como la ley prohíbe que sean accionistas del segundo proyecto 
operadores de la terminal actual, debería prohibir también que los armadores sean accionistas o que se 
presenten al segundo proyecto. 


En segundo lugar, ustedes confirman que la inexistencia de datos precisos de donde se ubicaría esa terminal 
hace imposible hacer números sobre lo que debería pagar el operador como canon. 


Hago estos planteos porque a mí me preocupa la forma en la que ingresó la determinación del canon en este 
proyecto de ley. No tiene mayores explicaciones y aparece allí como una cuestión que se incluye. Ahora se 
nos confirma que no hay elementos de juicio para poder determinarlo claramente. 


SEÑOR GOROSTIDI.- En nuestra comparecencia el año pasado hablamos de lo que en su momento 
llamamos “el perfil de operador estratégico”, en cuanto a una visión estratégica de qué quería el país, 
qué perfil de operador quería para este puerto y para hacer crecer este modelo de desarrollo portuario 
que deseamos llevar adelante en el país. En esa ocasión, hablamos de los perfiles inconvenientes para 
este modelo de desarrollo portuario, de aspectos de regulación, de competencia, etcétera. Quizás el 
Estado debería hacer uso de la prerrogativa que tiene para seleccionar qué tipo de perfil de operador 
quiere. Perfectamente, puede no querer un perfil de una naviera o no querer el perfil de un operador 
de un puerto competidor con el Puerto de Montevideo. Hablamos de esos dos perfiles como 
complicados y le sumamos el que mencionaba recién el señor Diputado. Ya lo hablamos en su momento 
y seguimos pensando lo mismo. No sé si esto se debe hacer por ley o reglamentación; está fuera de 
nuestra competencia compartir nuestra visión con ustedes. Se ha dicho que las posiciones que podemos 
plantear surgen de un interés. Lógicamente, acá tenemos un interés particular. Lo interesante de esto 
es que estamos en una situación muy buena como decía el señor Cooper, en la que hay un grado de 
conciencia muy importante. Hoy hay una gran alineación de intereses del propio MONTECON S.A., 
como operador nacional portuario casi desde que empezamos a mover los contenedores, con los 
intereses de la mejor y más sana política nacional portuaria y con el interés de los trabajadores del 
Puerto. Es verdad que tenemos intereses particulares, pero eso no hace que tengan menor relevancia o 
no deban ser tomadas en cuenta las consideraciones. Creo que tenemos la oportunidad de alinear los 
intereses de la comunidad portuaria con el Estado y con el mejor desarrollo del país. 


En cuanto a los números del proyecto, no podemos hablar de ellos porque no los tenemos. Con estos 
estimados muy groseros que hemos traído en base a un comentario, porque en realidad no es un estudio de 
nada, sabemos que no están cerrando. No es que no cierren para MONTECON S.A., pero para otra empresa 
sí. Eso tiene que quedar claro. Lo que estamos planteando es el conocimiento del negocio de operadores 
portuarios, que es contrastable con datos mundiales de operadores portuarios. Cualquier operador portuario 
especializado en contenedores que quiera prestar servicios competitivos para la región y que su centro de 
negocio sea ese, no le van a cerrar los números. Esto va más allá de la posición subjetiva de la situación de 
hoy de MONTECON S.A.. Si sabrá MONTECON S.A. de eficiencia y de sobrevivir en condiciones duras y 
de manejo de costos; si no, no estaríamos hoy acá. En cierta manera, hemos garantizado la competencia en el 
Puerto de Montevideo pese a no tener condiciones de igualdad en la competencia. Hemos hecho maravillas 
para manejar las estructuras de costos y de eficiencia de la empresa como para poder estar acá dando pelea y 
manteniendo un 40% de participación del mercado y dándole competencia al Puerto de Montevideo. De esto 
hablamos con propiedad. 


SEÑOR COOPER.- El concesionario de la Terminal, el señor Joris Thys, que estuvo más temprano, ha 
confirmado que las condiciones competitivas de la ley como está hoy no van a funcionar. 


SEÑOR GOROSTIDI.- En una entrevista pública decía que tenían puntos que no cerraban. Es como 
que no está madura desde el punto de vista del inversor. El señor Joris Thys no está interesado en que 
esto salga, pero nobleza obliga, reconoce los números del proyecto, y dice que no conoce los números de 
los armadores, pero para un operador portuario puro, esos números no cierran, no están maduros. 
Uno podría decir que si no está interesado, en realidad, debería estar contento de que sea así para que 
no salga; sin embargo, está reconociendo que para un operador portuario puro no están cerrando los 
números. 


El Estado uruguayo tiene organismos especializados en materia portuaria. Además de comparecer nosotros en 
esta Comisión el año pasado, estuvo el Presidente de la ANP, el ingeniero Puntigliano, el 15 de octubre y 
hacía mención específicamente a este aspecto del canon variable que se introdujo a último momento. Como 
bien se dijo, fue una modificación que surgió en Sala, que no se había tratado tampoco en la Comisión del 
Senado. En la versión taquigráfica no pudimos rastrear el momento en que se produjo eso. Dijo textualmente: 
“Queremos mantener un marco de competencia leal con la otra Terminal, que es Cuenca del Plata. Entonces, 
no podemos pedir a esta nueva empresa que pague más por TEU de lo que pagaría la otra también por el 
mismo concepto”. Entonces, el organismo especializado del Estado tendría la responsabilidad en cuanto al 
diseño de políticas portuarias y asesoramiento en la materia. Nosotros creemos estar bastante alineados con la 
posición de la autoridad portuaria en el tema. Creemos que por alguna razón el proyecto de ley se terminó 
apartando de estos criterios rectores que parecen importantes en materia de regulación portuaria de la 
competencia. 


SEÑOR MAHÍA.- Quiero dejar constancia de un par de elementos. 


En primer lugar, como dijimos a la anterior delegación, nosotros tenemos opinión acerca del tema de fondo, 
pero no la vamos a dar a conocer ahora por una cuestión de oportunidad. En esta etapa estamos escuchando 
opiniones y enriqueciendo la nuestra, por eso no decimos lo que pensamos al respecto. 


En segundo término, en cuanto a la vía utilizada, es claro que el marco legal vigente habilita al Poder 
Ejecutivo a hacer esto sin necesidad de un proyecto de ley ni de una posterior ley vigente. Esto fue una 
decisión política de nuestro partido que, obviamente, fue pensada. Esta es una vía que implica el 
involucramiento institucional de los partidos que están en la oposición. Es decir: si nosotros dejábamos esto 
librado, con resultado similar, a la acción del Poder Ejecutivo con la potestad legal que hoy tiene, de hecho 
excluíamos institucionalmente a los partidos de oposición y el ámbito de debate que supone el Parlamento. 
Haber utilizado esta vía, en acuerdo con la oposición o en el desacuerdo final, implica la posibilidad de 
involucrar institucionalmente a los partidos políticos en la construcción de la idea colectiva. Digo esto a 
modo de constancia. 


Además, estoy convencido repito un comentario que hice antes de que algunos elementos que aparecen en el 
articulado son materia de una reglamentación y no de un proyecto de ley. No voy a abundar en ello por lo que 
dije al comienzo de mi intervención, pero quería dejar constancia política de por qué y en qué términos se 
decidió optar por esta forma de trabajo en esta iniciativa que entendemos tan importante para el Uruguay de 
hoy y el que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer un comentario muy breve. 


Después de esta jornada, me quedo con el temor de que el proyecto pueda causar un doble perjuicio. Me 
refiero a un perjuicio al actual operador de la terminal, a Terminal Cuenca del Plata, en el entendido de que se 
pudieran dar algunas de las hipótesis que TCP ha manejado, es decir, que ganara un operador que fuera su 
cliente y que, por lo tanto, perdiera un cliente. Eso le perjudicaría económicamente y no le permitiría cumplir 
con los mínimos requeridos en el contrato hecho con el Estado. La otra posibilidad es que ganara un operador 
de un puerto vecino, que desviara cargas y también le impidiera competir. 


Acá puede existir la eventualidad de ese perjuicio al actual concesionario y, al mismo tiempo, como el otro 
proyecto podría quedar en imposibilidad de competir si estos números se confirman, podríamos perjudicar la 
actividad portuaria en general. Por lo tanto, creo que vamos a tener que ingresar en un camino de discusión 
de este tema profundo, como es nuestra responsabilidad y como creo que es la intención del Poder Ejecutivo. 


Agradecemos a MONTECON S.A. el importante aporte que nos han hecho. Vamos a pedirles que, en la 


medida en que vayan disponiendo de información, nos la hagan legar, lo mismo hemos pedido a la empresa 
Terminal Cuenca del Plata. 


SEÑOR GOROSTIDI.- Les agradecemos a ustedes la posibilidad de venir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


